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EDITORIAL 

 
 
Inauguramos con este número una nueva etapa en la historia de nuestra 
querida Revista de la Comisión Social, que pasa por abrir la misma a otras 
miradas que nos enriquezcan, y que tengan la suficiente potencia como para 
relacionar distintos ámbitos del Derecho del trabajo y seguridad social, la 
Historia del derecho del trabajo, la Filosofía del derecho, la Sociología, la 
Antropología, la Economía u otros diversos, siempre relacionados con el mundo 
de las relaciones laborales. 
  
Así, contamos ya con un Consejo Asesor Externo, formado por personas 
procedentes de la Universidad, de la Inspección de Trabajo, y de la Abogacía: 
se trata de profesionales tan valiosos como Antonio Baylos Grau, Cristóbal 
Molina Navarrete, Margarita Miñarro Yaninni, Francisco Alemán Páez, Olga 
Fotinopoulou Basurko, Juan Gómez Arbós, Ana Varela y Raúl Maillo.   
 
Su participación, además de ser un auténtico lujo para nuestros lectores/as, 
nos va a ser enormemente útil para abrir nuestra revista a los distintos ámbitos 
académicos, sociales y profesionales del ius laboralismo, de los que forman 
parte, de manera que en la misma tengan cabida los más diversos enfoques 
que alumbran la compleja y dinámica realidad de las relaciones laborales 
individuales y colectivas. 
  
Por otro lado, queremos también abrir la Revista al mundo de las artes, en 
sentido amplio. ¿Por qué relacionar la cultura con la justicia? El reclamo de los 
“valores eternos” del arte, como la crítica o el inconformismo, son esenciales 
para nuestro trabajo, dado que nos ponen en guardia con respecto a nosotros 
mismos, y nos acercan a la sociedad para garantizar los derechos de forma 
activa y valerosa. Esta acción, y sus consecuencias, pueden llegar a ser contra- 
hegemónicas.   
 
Efectivamente, defendemos que sólo con la interacción entre el arte y la justicia 
podemos abrir espacios de libertad, de reflexión, de deconstrucción de un 
modelo de conocimiento monolítico y conservador, así como descubrir caminos 
para hacer formas renovadas de justicia.  
 
En este sentido, contamos en este número con la primera parte de la reseña 
del ensayo “Que sean fuego las estrellas”, que pretende recordar una etapa 
crucial en la historia del movimiento obrero y del sindicalismo en nuestro país, y 
ponerla en relación con la necesidad de poner en el centro la protección de la 
población vulnerable, esencia de nuestro oficio. Esta serie de entregas está a 
cargo de nuestra compañera Amaya Olivas.  
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Contamos además con un artículo redactado por Juan Gómez Arbós, Inspector 
de Trabajo, a raíz de del conflicto planteado ante el Juzgado de lo Social 27 de 
Barcelona, sobre la intervención de la FIRA de Barcelona, en un supuesto de 
Huelga de los trabajadores de la actividad de montaje. Se parte del supuesto 
para poner de manifiesto la interpretación de la actuación de un empresario, 
cuando no actúa como empleador, pero si interviene como tercero, pudiendo 
afectar sus actos a un Derecho fundamental como es el caso del Derecho de 
Huelga.  
 
En cuanto a las novedades normativas, resulta de obligada referencia el Real 
Decreto-ley 4/2020, de 18 de febrero, por el que se deroga el despido objetivo 
por faltas de asistencia al trabajo establecido en el artículo 52.d) del texto 
refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre. 
 
Siendo una alegría muy esperada, se abren en todo caso una serie de 
cuestiones esenciales para debatir, como la posibilidad de aplicar el mismo a 
los procesos que ya estén en curso, o las decisiones acerca de la capacidad de 
declarar la nulidad del despido, en su caso, por ausencia de causa, o en fraude 
de ley, materia que tanta reflexión ha suscitado en los intercambios entre los 
miembros de nuestra Comisión, y que han sido además resueltos en la 
jurisdicción.     
 
Efectivamente, como refiere Antonio Baylos, “con la desaparición de la causa 
de despido, el acto empresarial aparece despojado de cualquier vestigio de 
licitud y por tanto se refuerzan ciertos elementos concomitantes que insertan el 
despido entre los comportamientos discriminatorios o vulneradores de derechos 
fundamentales, en especial la discriminación indirecta por motivos de género y 
la conducta antisindical como elementos típicos. De hecho lo que justamente se 
ha denunciado como “cosificación del estado de salud” (Molina Navarrete, en el 
imprescindible libro Violencia y acoso de persecución sindical: nuevas 
perspectivas de tutela a la luz del Convenio 190 OIT, Bomarzo, 2019) a través 
de la figura de despido por absentismo justificado, hoy derogada, ha sido 
utilizado como forma de acoso antisindical en múltiples ocasiones, algunas de 
ellas documentadas judicialmente, y el propio supuesto de hecho de la STC 
118/2019, un despido de la presidenta del Comité de Empresa y sindicalista a 
raíz de sus ausencias justificadas de 18 días en dos meses, sería hoy 
seguramente nulo por parte de los tribunales de lo social ante la presencia de 
indicios suficientes de discriminación antisindical y por motivos de género”. 
 
(https://baylos.blogspot.com/2020/02/debe-ser-declarado-improcedente-el.html) 
 
Debemos también destacar el Real Decreto 231/2020, de 4 de febrero, por el 
que se fija el salario mínimo interprofesional para 2020. Se trata sin duda de 
otra norma esencial que trata de acercarnos a los estándares del resto de 
países de la Unión Europea. Pese a las críticas exacerbadas procedentes de 
determinados sectores, lo cierto es que se trata de una medida esencial para 
garantizar un mínimo de vida digna, y que además resulta favorable para el 
crecimiento del PIB, y la buena marcha de la economía, como destacan los 
expertos en la materia.       

https://baylos.blogspot.com/2020/02/debe-ser-declarado-improcedente-el.html
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(https://elsiglodeuropa.es/cronologia-del-cambio-socioeconomico-en-marcha/) 

 
Por último, queda ya abordar el tema de las sentencias que incluimos en este 
número. En consonancia con lo referido sobre el despido por absentismo y el 
despido sin causa, publicamos una Sentencia del Tribunal Superior de Justicia 
de Cataluña, que tras analizar el contenido del Convenio 158 OIT, el Convenio 
155, la Carta Social Europea y el CEDH, declara la improcedencia del despido 
operado por la vía del artículo 52 d) ET, y otra Sentencia del Juzgado de lo 
Social nº 34 de Madrid, que anuda como consecuencia legal de un despido 
declarado improcedente, la readmisión del trabajador con abono de salarios de 
tramitación, así como de una indemnización disuasoria, y ello con base en la 
falta de acomodación del artículo 56 del ET al Convenio 158 de la OIT y al 
artículo 24 de la Carta Social Europea Revisada. 
 
Novedosa es también la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de 
Cataluña que pese a declarar que no puede calificarse como relación laboral la 
que tiene como actividad principal la prostitución, al ser el objeto del vínculo 
contractual ilícito, excluyendo, por tanto, la existencia de despido, abre la 
puerta al demandante a acudir al artículo 183.2 LRJS para obtener una 
indemnización compensatoria por vulneración de derechos fundamentales.  
 
Por último, publicamos dos interesantes Sentencias del Juzgado de lo Social nº 
15 de Madrid. La primera, en la que con ocasión de la reclamación de 
responsabilidad civil derivada de un accidente aéreo, examina la deuda de 
seguridad que en el ámbito de la prevención alcanza a las compañías de 
navegación aérea. Es especialmente destacable la argumentación sobre los 
criterios para la fijación de las cuantías indemnizatorias y las personas a las 
que alcanza el perjuicio.  
 
La segunda, analiza de oficio la afectación constitucional por discriminación 
indirecta por razón de sexo de una instrucción empresarial que supone una 
discriminación para las personas trabajadoras a tiempo parcial. 
 
Un abrazo a toda la Comisión.   
 
 
 

  

https://elsiglodeuropa.es/cronologia-del-cambio-socioeconomico-en-marcha/
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ARTÍCULOS 

 

QUE SEAN FUEGO LAS ESTRELLAS 
PARTE I. INTRODUCCIÓN  

Amaya Olivas Díaz 

Magistrada, Juzgado Social nº 1 de Madrid 
 

 
 
¿PODEMOS SER ACTORES DEL ÁMBITO JURISDICCIONAL IUSLABORALISTA 
SIN CONOCER LA HISTORIA DE LA MATERIA CON LA QUE TRABAJAMOS? 
¿PODEMOS HACER UN BUEN TRABAJO SIN SABER CUÁLES SON LOS 
ORÍGENES DE LOS DERECHOS QUE GARANTIZAMOS? 

 

Resulta sugerente la reflexión de Antonin Artaud sobre el teatro, como una suerte de 
catarsis que nos haga tomar conciencia de que “no vemos que no vemos”1:   

“El teatro, como la peste, es una crisis que se resuelve en la muerte o la curación (…) 
Invita al espíritu a un delirio que exalta sus energías; puede advertirse en fin que, 
desde un punto de vista humano, la acción del teatro, como la de la peste, es 
beneficiosa, pues al impulsar a los hombres a que se vean tal como son, hace caer la 
máscara, descubre la mentira, la debilidad, la bajeza, la hipocresía del mundo (…) y 
revelando a las comunidades su oscuro poder, su fuerza oculta, las invita a tomar, 
frente al destino, una actitud heroica y superior, que nunca hubieran alcanzado de otra 
manera”. 

Sí, en nuestro oficio se requiere una constante vigilancia sobre los propios 
condicionantes internos y externos a la hora de enjuiciar. El literato Lorenzo Silva habla 
del juez-a como personaje paradójico, pues “desencadena acciones absolutas sobre 
realidades que sólo puede apreciar de forma relativa” y reflexiona sobre ciertas 
cualidades que comparte con los héroes-heroínas: soledad, valentía, capacidad de 
decisión.   

¿Por qué relacionar la cultura con la justicia? El reclamo de los “valores eternos” del 
arte, como la crítica o el inconformismo, son esenciales para nuestro trabajo, dado que 
nos ponen en guardia con respecto a nosotros mismos, y nos acercan a la sociedad 
para garantizar los derechos de forma activa y valerosa. Esta acción, y sus 
consecuencias, pueden llegar a ser contra- hegemónicas.   
 

                                                
1
 Procede recordar aquí  las valiosas anotaciones de Humberto Maturana, el gran experto en  metodología del 

conocimiento: No sabemos que no sabemos. “En el corazón de las dificultades del hombre actual está su 
desconocimiento  del conocer (...) No vemos que no vemos”. H.Maturana/F.Varela, “El árbol del 
conocimiento. (Las bases biológicas del conocimiento humano). Madrid, 1996. (Debate). Págs. 210,13. 
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Efectivamente, defendemos que sólo con la interacción entre el arte y la justicia 
podemos  abrir espacios de libertad, de reflexión, de deconstrucción de un modelo de 
conocimiento monolítico y conservador, así como descubrir caminos para hacer formas 
renovadas de justicia.  

Así, autoras como Marta Nussbaum, han trabajado precisamente en la denominada   
“justicia poética”, afirmando que la imaginación y la sensibilidad contribuyen a repensar 
nuestra noción de justicia y, eventualmente, a lograr un modelo de sociedad más justo 
y compasivo.  

A través del contexto emocional de una novela, o de otra obra artística, podemos 
comprender otras fronteras físicas y sociales,  alcanzando una postura ética 
enriquecida con la posibilidad de imaginar personas y circunstancias que, a veces, 
serán el reflejo de nuestras vidas y, en otras ocasiones, nos conectarán con sujetos 
muy diferentes.   

Lo más interesante de lo que sea una imaginación poética es que nos invita a vivir 
emocionalmente  lo que le ocurre a esas personas. Esa empatía implica reconocerse 
en la imperfección, en la mortalidad del otro, en el error y los fallos de un sistema de 
pensamiento individualista y autónomo. Significa, en suma, reconocer los propios 
límites y caminar hacia una justicia universal, porque, quien reconoce en el dolor del 
otro sus propios traumas, se abre a una justicia real para todxs.  

Por su parte, un pensador tan brillante y representativo como Freud quiso enseñarnos 
hasta qué punto embarga a la humanidad el deseo de la propia destrucción y cómo 
solo el acceso a la cultura es capaz de contener esa pulsión.2   
 
Efectivamente, como explica Sylvia Navarrete, “la práctica del arte aspira a una 
reconstrucción del vínculo con la vida: un vínculo que no se limita a una determinación 
social definida, sino que da cabida a cuestionamientos fundamentales, porque son 
disidentes, de orden ético y filosófico. Estos temas desempeñan un papel esencial en la 
producción, la recepción y la interpretación de las obras, así como en los fenómenos 
culturales, políticos y filosóficos que los moldean. La creatividad está al centro de toda 
teoría de la supervivencia”.    
 
La cultura, por tanto, es una de las herramientas más poderosas que tenemos para 
desarrollar un espíritu que sea lo suficientemente crítico, sensible y complejo como 
para tomar las decisiones que cotidianamente nos exige el trabajo de y por la justicia.    
 
 
ESTA INTRODUCCIÓN QUIERE SER UNA INVITACIÓN A EXPRESARNOS DESDE 
LA REVISTA DE LA COMISIÓN SOCIAL SOBRE AQUELLAS OBRAS DE ARTE 
QUE NOS SUSCITAN UN INTERÉS SOBRE LA MEJOR FORMA DE REALIZAR 
NUESTRO OFICIO.  

 
El autor de “Que sean fuego las estrellas” es Paco Ignacio Taibo II, creador esencial de 
la nueva novela negra en España. Incansable activista social e historiador, como refleja 
                                                

2
 “A mi juicio, el destino de la especie humana será decidido por la circunstancia de si,-y hasta qué punto-, el 

desarrollo cultural logrará hacer frente a las perturbaciones de la vida colectiva emanadas del instinto de agresión 
y de autodestrucción”. S. Freud, “El malestar en la cultura”. (Alianza).Madrid, 2006. Pág. 92. 
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este ensayo, que cuenta con 20 años de estudio, de los que dan fe en el mismo las 
casi 50 páginas de notas e información bibliográfica al respecto.   
 
Lo que nos conmueve de esta obra, como no puede ser de otra manera, es la reflexión 
sobre la lucha de hombres y mujeres que batallaron de forma incansable por la 
conquista de los derechos que hoy,-aún en situación de riesgo-, disfrutamos.  
 
El periodo al que se refiere el ensayo puede situarse básicamente entre 1917 y 1923, 
encontrando en Barcelona el eje de referencia de las múltiples historias estudiadas, 
aunque siempre en referencia y conexión con el contexto internacional.  
 
La sustancia de la obra reside en la actividad del movimiento obrero que, ante las 
inmensas ganancias extraídas por la burguesía,- durante la primera Guerra Mundial, en 
Catalunya-, se organiza y planta cara para terminar con las tan asentadas como 
extendidas bolsas miseria. Desde aquellos momentos, se inicia un largo y extenuante 
camino que nos deja momentos de violencia y muerte. También, ejemplos de las 
mejores muestra del ser humano: la solidaridad, la libertad y la fraternidad.   
 
Joan Manent, quien llegó a ser alcalde anarquista por Badalona en los años 30, ya nos 
dijo que “la sangre obrera era la más barata del siglo XIX”.  
 
Efectivamente, no podemos dejar de recordar algunos aspectos que definen la vida de 
la población en tales momentos: si las grandes familias burguesas y, específicamente, 
la patronal catalana, aumentaban su riqueza gracias a las exportaciones de materias 
primas y de productos manufacturados para las potencias en guerra, las familias 
obreras,-(todos sus miembros, incluidos los menores-, trabajaban en jornadas de 10 u 
11 horas, en condiciones extremadamente precarias, sufrían accidentes laborales de 
forma constante, no tenían ningún tipo de acceso a seguridad social y/o educación, y 
vivían en condiciones de pobreza y hacinamiento. Mientras los salarios se reducían, los 
alquileres subían, así como el precio de los comestibles o enseres esenciales para la 
reproducción de la vida.    
 
Junto a ello, no cabe olvidar que las clases privilegiadas establecieron una suerte de 
alianza de sangre para defender sus posiciones. La patronal siempre estuvo protegida 
por las fuerzas policiales, que perseguían, al margen de todo procedimiento legal, a la 
población activista, incluyendo métodos como la tortura o las constantes amenazas. A 
pesar de la incansable batalla profesional de abogados laboralistas como Lluis 
Companys o Francesc Layret, los sindicalistas pasaron demasiados periodos de tiempo 
en prisión, tan injustos como prolongados, ya fuera de modo provisional, o por 
sentencia firme, y en ambos casos después de procesos sin el respeto a las garantías 
procesales mínimas que hoy conocemos y exigimos.     
 
¿Qué podemos decir de la acción sindical en aquellos momentos? Podemos, sin duda, 
recordar uno de los materiales imprescindibles de los últimos años, “Para qué sirve un 
sindicato”, de nuestro maestro Antonio Baylos3.  
 

                                                
3
 https://baylos.blogspot.com/2012/05/para-que-sirve-un-sindicato.html.  

 

https://baylos.blogspot.com/2012/05/para-que-sirve-un-sindicato.html
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Y vamos a contrastar sus valiosas palabras con lo que decían, en 1918, los 
empresarios de la Federación catalana de la Construcción: “las peticiones de los 
sindicalistas son absurdas” y llaman a acabar con el Sindicato (se refiere a CNT): “cuya 
exterminación debiera decretarse por razones de humanidad  y por el procedimiento 
rápido y eficaz con el que se acaban las alimañas, sin pedirles permiso, sin 
concederles tregua, corrosivos que acaben con ellos y arrasen incluso a los más 
débiles vestigios de su maldito paso”.  
 
Quizás sea hora de recordar a Ángel Pestaña. Relojero, de profesión y autodidacta. 
Trabajando a destajo desde niño, entregado a sus compañerxs, encarcelado en 
múltiples ocasiones, emparejado de forma libre desde el amor y el respeto. Defensor 
de la unión entre trabajadores frente a los dogmas de cualquier tipo, así como de las 
huelgas que pedían la dimisión de gobiernos corruptos. Militante de la CNT, fue el 
encargado de la revista Solidaridad Obrera. 
 
La labor de Pestaña, junto a otros compañeros, fue ni más ni menos que organizar a la 
clase más precaria como sujeto político. Sus reivindicaciones eran claras que nos 
siguen sirviendo como soporte de cualquier política social: 
 

- Al mismo trabajo, igual salario 
- Prohibición del trabajo infantil     
- Acceso libre y gratuito a la sanidad y educación pública 
- Seguro para desempleados o afectados por cualquier contingencia laboral 

 
Al mismo tiempo, hay que destacar, en mi opinión, el hecho de que Pestaña, ya en 
1918, apoyase sin fisuras la lucha de las empleadas del hogar, y más allá, el motín 
general de las mujeres, en un contexto marcado por la inflación de precios en los de 
productos de primera necesidad. La batalla -que sigue siendo actual- por llevar la lucha 
a los hogares Cabe aquí recordar la cita de la joven anarquista Libertad Ródenas, a 
propósito de la hipocresía sobre el trabajo sexual: “rodeados de amantes, producto de 
nuestro trabajo”.   
 
La Solidaridad Obrera fue un apoyo permanente en esta batalla, que acabó con un 
resultado agridulce, a pesar la victoria en la bajada de los precios de los productos.  
 
Para finalizar esta primera entrega, recordaremos el episodio de los 45 días de huelga 
de “La Canadiense”, llamada así porque ésta orgullosa fábrica, “las tres chimeneas”, 
era, en realidad, propiedad de un grupo de empresas de Canadá, que, junto a otras 
tres, generaba, transformaba, y distribuía el fluido eléctrico que abastecía a Barcelona y 
que, incluso, poseía una línea propia de ferrocarril.  
 
¿Qué podemos recordar y reflexionar al respecto? Fueron días feroces de huelgas y 
boicots, en un contexto marcado por el final de la I Guerra Mundial, tras el armisticio de 
11 de noviembre del 1918, lo que llevó a una pérdida de los antes referidos excelentes 
resultados productivos para la burguesía.  
 
Sin embargo, hay un hecho revelador en todo tipo de contextos de crisis económicas, 
como fue el de la coyuntura reseñada: y es que los salarios de los directivos no 
descienden como sí sucede con los de las categorías profesionales que permiten la 
pervivencia de la empresa.  
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En tono cáustico, decía, al respecto, Joan  Salvat- Papasseit: “Se puede ir con la 
izquierda y ser ladrón; lo que no puede ser, lo que no ha sido nunca, es ir con las 
derechas y ser persona honrada”.         
 
Pues, efectivamente, partiendo de tal premisa, quizás lo que resulta más impactante de 
esta huelga es la inmensa solidaridad de otras fábricas y/otros sectores que 
consiguieron en última instancia paralizar la actividad esencial de Barcelona (e incluso 
de otras zonas de Catalunya).  
 
Y frente al “estado de guerra” auspiciado por Milans del Bosch, capitán general de la 
región, en aquel preciso momento, los sindicatos, a pesar de las dificultades materiales 
de todo tipo, no sólo fueron capaces de sufragar con sus cuotas la supervivencia de la 
población huelguista, sino también la conciencia, -que mueve el mundo-, para resistir 
en aquel contexto, de forma que, cumplir con la militarización, no supusiera volver en 
las mismas condiciones a las fábricas.  
 
Los resultados de la huelga fueron inéditos: readmisión de despedidos y huelguistas, 
aumentos de salarios, jornada de 8 horas, jornal íntegro de en caso de accidente de 
trabajo, o negativa a las represalias, entre otros igualmente importantes. 
 
¿Qué reflexión podemos extraer al respecto? ¿Podemos encontrar paralelismos con la 
época en la que nos encontramos?  
 
Proseguiremos en la próxima entrega.  
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ARTÍCULOS 
 

HUELGA Y EMPRESARIO COMO 
TERCERO. LA NECESIDAD DE 

AJUSTARSE A LA REALIDAD Y 
SUPERAR LA RELACIÓN 

CONTRACTUAL 
Juan Gómez Arbós 

 Inspector de Trabajo y Seguridad Social 

 
 

RESUMEN: La realidad empresarial ya no se limita a un concepto unipersonal de 

empresario. La descentralización productiva, la subcontratación, Los grupos de 

empresas, la empresa RED, las plataformas, generan situaciones que superan la 

dualidad de la relación laboral y que deben resolverse por parte del Derecho del 

Trabajo. En atención al Derecho a la huelga el TC se pronunció expresamente en 

las sentencias 75 y 76 / 2010, entendiendo la necesidad de ampliar el concepto 

empresario cuando se vieran afectados Derechos fundamentales como es el caso 

del Derecho a la huelga. En ese contexto se hace necesario ampliar el concepto 

de empresario, atendiendo a la actividad desarrollada por el empresario como 

tercero, el presente artículo analiza los distintos pronunciamientos judiciales que 

se han resuelto desde las sentencias del TC, y expone la necesidad de ampliar el 

concepto de empresario para garantizar el Derecho a la huelga. 

 

Palabras clave: Derecho a la huelga. Concepto de empresario. Empresario como 

tercero. Grupo de empresas.  

 

Recientemente, en relación al festival SONAR 2019, y al conflicto planteado ante el 

Juzgado de lo Social 27 de Barcelona, que ha sido objeto de comentario en el blog del 
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profesor ROJO TORRECILLA1, sobre la intervención de la FIRA de Barcelona, en un 

supuesto de Huelga de los trabajadores de la actividad de montaje. Se ha vuelto a 

poner de manifiesto la interpretación de la actuación de un empresario, cuando no 

actúa como empleador, pero si interviene como tercero, pudiendo afectar sus actos a 

un Derecho fundamental como es el caso del Derecho a la huelga. No es objeto del 

presente artículo el análisis de la sentencia, que puede consultarse en las entradas del 

Blog del Profesor ROJO TORRECILLA, pero si es el punto de partida para el análisis 

del presente artículo sobre la relación entre empresario y trabajador cuando no se 

manifiesta como una relación directa entre el trabajador que presta sus servicios y el 

empleador que recibe su trabajo. Existen otros factores en el ámbito de la prestación de 

trabajo que determina la intervención de terceros como empresarios, que reciben la 

prestación de trabajo mediante la interposición de una empresa, cuya figura no se 

corresponde con la del empleador, si bien como beneficiario último de la prestación de 

trabajo, directa o indirectamente, interviene como empresario en la relación laboral2. La 

consideración de empresario como tercero, ya sea como titular de una obra o servicio, 

contratista, subcontratista, grupo de empresas o como simple titular de las 

instalaciones donde se han de prestar los servicios, determinará el ámbito de 

relaciones con los trabajadores ajenos a la empresa. Nuestro ordenamiento no 

contiene ninguna prohibición que impida al empresario recurrir a la contratación 

externa, para descentralizar su producción y para integrar su producción productiva. 

Salvo en el caso de la construcción, el encadenamiento de subcontratas no se 

encuentra limitado. La utilización de Empresas de trabajo temporal es otro de los 

supuestos de intervención del empresario como tercero en la relación laboral y se 

manifiesta en las relaciones que se derivan entre trabajador y empresa. Están 

condicionadas por la adscripción contractual de éste, de modo que, en principio con las 

salvedades previstas en la normativa laboral, las relaciones entre trabajador y 

                                                
1 ROJO TORRECILLA, E. Blog del Autor: El conflicto laboral en SONAR 2019, segunda parte (a la espera de la 
tercera en el TSJ). La desestimación de la demanda de vulneración del derecho de huelga de los trabajadores de 
UTE Rigging. Notas críticas a la sentencia del JS núm. 27 de Barcelona de 30 de diciembre de 2019. 

http://www.eduardorojotorrecilla.es/2020/02/el-conflicto-laboral-en-sonar-2019.html. Conflicto laboral en SÒNAR 

2019. Se apagaron los focos, pero no se apaga el debate sobre el derecho de huelga. Antes y después del auto 
del Juzgado de lo Social núm. 27 de Barcelona de 15 de julio de 2019. 

http://www.eduardorojotorrecilla.es/2019/08/conflicto-laboral-en-sonar-2019-se.html 

2 Vid. GÓMEZ ARBÓS, J.  La intervención del empresario como tercero en las relaciones laborales. Revista 
Española de Derecho del Trabajo. num.169/2014. 

 

 

http://www.eduardorojotorrecilla.es/2020/02/el-conflicto-laboral-en-sonar-2019.html
http://www.eduardorojotorrecilla.es/2019/08/conflicto-laboral-en-sonar-2019-se.html
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empresario al que realmente se le prestan los servicios apenas generan 

responsabilidad en el mismo. Si atendemos a lo previsto en la Ley Reguladora de la 

Jurisdicción social y el Texto refundido de infracciones y sanciones en el orden social 

es el empleador en la relación laboral, el elemento determinante para determinar la 

exigencia de responsabilidades y sólo en los casos expresamente previstos en la Ley, 

se podrá exigir responsabilidades al empresario cuando intervenga como tercero. 

Ahora bien, la realidad nos enseña que esa realidad contractual entre empresario y 

trabajador, se puede ver alterada. La intervención de terceros, en su papel de 

empresarios puede afectar de manera directa a la relación laboral y en esos casos, el 

ámbito del Derecho del Trabajo debe tener capacidad para resolver el conflicto.  

 

El Derecho a la huelga y su protección ha sido objeto de diversas sentencias, tanto por 

el Tribunal Constitucional como por el Tribunal Supremo. Si bien es necesario analizar 

cada caso concreto, lo cierto es que se ha podido observar una evolución en la 

protección del Derecho a la huelga cuando interviene un tercero, cuyo reflejo podemos 

encontrar en las sentencias del Tribunal 75 y 76/2010, de 19 de octubre y de 16 de 

noviembre de 2010, caso samoa3. La importancia de las sentencias citadas estriba en 

la consideración como sujeto responsable de un empresario que actúa como tercero. El 

Tribunal Constitucional señala que, en caso de una lesión de un derecho fundamental, 

como es el caso del Derecho a la huelga, independientemente de cuáles sean los 

vínculos jurídicos que le unen con los trabajadores quien resulta responsable de la 

vulneración no es la empleadora del trabajador, sino la empresa principal para la que 

aquélla presta servicios, vinculada a ésta por un contrato mercantil ajeno a la relación 

laboral. Lo que tratan de determinar, las Sentencias del Constitucional es si las 

garantías que la Constitución ofrece a los trabajadores en el ejercicio de sus derechos 

fundamentales se mantienen o desaparecen en los supuestos de subcontratación 

laboral o situaciones similares en las que interviene un tercero en el ámbito de la 

relación laboral, como titular del establecimiento. El Tribunal Constitucional parte de 

que la celebración de un contrato de trabajo no puede suponer para los trabajadores 

una privación de los derechos que tienen reconocidos por la Constitución. En segundo 

lugar, continúa el Constitucional manteniendo que la libertad de empresa no legitima 

que los trabajadores hayan de soportar limitaciones injustificadas de sus derechos 

                                                
3 DESDENTADO BONETE, A., “Ecos de Samoa: sobre la expansión del derecho de huelga fuera del contrato de 
trabajo: el caso Altrad”, Revista de Información Laboral, núm. 2, 2017 
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fundamentales y libertades públicas. Concluye sosteniendo que el ejercicio de las 

facultades organizativas del empleador no puede traducirse en la producción de 

resultados inconstitucionales, lesivos de los derechos fundamentales del trabajador, ni 

en la sanción del ejercicio legítimo de tales derechos por parte de aquél. Asume la 

necesidad de utilizar un concepto de empresario más amplio del tradicional, al menos a 

los efectos de protección del derecho a la huelga «de poco servirían las prohibiciones, 

garantías y tutelas establecidas en la legislación laboral en relación con las actuaciones 

empresariales lesivas del derecho a la huelga si se admitiera que éstas alcancen 

únicamente al contratista, empresario directo en la relación laboral, y no al empresario 

principal, que es sobre quien habrán de recaer en última instancia los efectos 

económicos lesivos de la huelga y quien, por tanto, podrá estar igual o más interesado 

que el contratista en combatirla».  

 

La primera sentencia señala que en los procedimientos ante el orden jurisdiccional 

social quedó plenamente acreditado es que el trabajador había perdido su empleo 

porque la contrata (instrumentada sobre un arrendamiento civil de servicios) de la que 

ese empleo dependía se rescindió por la empresa principal para el Tribunal 

Constitucional la rescisión de la contrata obedeció no a una causa económico-

productiva justificada (la rescisión de la contrata), sino a una represalia de la empresa 

principal frente al ejercicio del derecho a la huelga y tutela judicial, y es precisamente 

este hecho, el que relaciona la conducta de la empresa contratista con el fraude de 

Ley, de tal modo que acudiendo a una figura licita, como es la extinción de un contrato 

mercantil, se obtiene un resultado lesivo, que elude la aplicación efectiva de las normas 

tuitivas en materia de huelga, produciendo un resultado lesivo acto contrario a la 

finalidad práctica de la ley defraudada, suponiendo su violación efectiva, todo ello 

amparado en la Ley de Cobertura que no tiene como finalidad la protección del 

Derecho a la huelga. 

 

La doctrina establecida por el Tribunal Constitucional, no es unánime, como se plasma 

en los votos particulares4. El primero de los votos particulares Formulado por Guillermo 

Jiménez Sánchez, parte de la consideración de que no es admisible extender la 

                                                
4 Una posición muy crítica con la sentencia fue la mantenida por MONTOYA MEGAR, A. Contratas, derechos 
fundamentales y «desbordamiento» de la Jurisdicción Constitucional. Revista española de Derecho del Trabajo 
num.149/2011. 
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responsabilidad de la vulneración del derecho a la huelga más allá de aquellos que 

poseen la consideración de empresarios laborales en sentido estricto. Es decir, salvo 

que entre el perjudicado y el que impide el ejercicio del derecho a la huelga no existe 

previamente un contrato laboral, no se puede dar dicha responsabilidad. Como 

consecuencia de tal posicionamiento inicial, termina considerando que el parecer 

mayoritario del Pleno es «manifiestamente voluntarista, sin apoyo en norma legal 

alguna». El segundo voto particular Corresponde a Conde Martín de Hija afirma de que 

«una cosa es una represalia derivada del ejercicio de derecho fundamentales, y otra 

muy diferente la defensa del propio interés frente a los efectos negativos de aquel 

ejercicio, por quien no está ligado con relación alguna con quienes ejercitan sus 

derechos». En conclusión, en aquellos casos de conflicto, que afecte a Derechos 

fundamentales, se amplía la noción de empresario, ya que lo contrario limitaría 

injustificadamente de sus derechos fundamentales y libertades públicas, por ello en 

estos supuestos la responsabilidad de ejercer acciones que impidan el desarrollo 

normal de un proceso de huelga ya no corresponderá en exclusiva al empleador, sino 

al empresario, entendiendo como tal a todo aquel que se beneficie directa o 

indirectamente de la prestación de los trabajadores, el titular de un establecimiento, el 

contratista o la empresa usuaria, en caso de cesión por empresas de trabajo temporal, 

sin que sea necesario determinar la existencia de connivencia entre las empresas que 

intervienen en la relación laboral. 

 

En las sentencias del Tribunal Supremo, en los que, excluyendo los supuestos de 

grupo de empresas, sa procedido al análisis particular de cada situación, de tal modo 

que no se ha procedido a realizar una imputación automática de la responsabilidad al 

empresario que no actúa como empleador. Así la STS 16 noviembre 2016 Sentencia 

num. 961/2016 (rec. 59/2016 ; caso Altrad), analiza un supuesto en el que, 

convocada una huelga en la empresa contratista, ésta comunica a la principal que no 

podría realizar los trabajos encomendados a consecuencia de la huelga prevista, por lo 

que la empresa principal encargó la realización de dichos trabajos a una tercera 

empresa. "La actuación de la demandada Altrad consistió únicamente en comunicar a 

todos sus clientes que no podía realizar los trabajos comprometidos con ellas durante 

la realización de la huelga por sus trabajadores. Señala la sentencia que Altrad no tiene 

vinculación con sus clientes que le permita codecidir con ellas la realización de esos 

trabajos por terceras empresas de la competencia, ni estaba en condiciones de impedir 
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que sus clientes las contratasen con terceros, ni tampoco se benefició de ello, porque 

no realizó ni cobró tales trabajos, y sin que tampoco conste que hubiese colaborado en 

su realización, como pone de relieve el informe de la Inspección de Trabajo, por lo que 

no puede imputarse a la demandada Altrad una conducta que haya impedido o 

disminuido los efectos de la huelga, o menoscabado la posición negociadora de los 

RLT. Y en cuanto a que se hubiese manipulado el andamio colocado por Altrad en la 

empresa Dow, aparte de que no consta si esta actuación se produjo durante la huelga, 

no parece que Altrad pudiera oponerse a su desmontaje, ya que ella no podía llevarlo a 

cabo, y en todo caso no se ve en qué tal actuación pudiera perjudicar la posición 

negociadora de los RTL. 

 

Es importante destacar que como indica la sentencia los propios demandantes quienes 

entendieron que las empresas contratistas Dow Chemical Ibérica, S.L. y Basell 

Poliofelinas Ibérica, S.L. no habían conculcado el derecho a la huelga, ya que no las 

demandaron, y por lo tanto no apreciaron que existiera entre ellas y la demandada 

Altrad ninguna especial vinculación que las obligara a respetar la huelga y, 

consecuentemente, a no contratar con otros las obras que ya tenía contratadas Altrad, 

y que ésta no podía realizar precisamente por la existencia de la huelga declarada en 

ella 

 

En cualquier caso obiter dicta se indica que la apreciación que hace la sentencia 

recurrida sobre la supuesta vinculación de Altrad con sus empresas clientes es tan 

amplia que conduciría a consecuencias totalmente exorbitantes respecto de una 

adecuada protección del derecho a la huelga, pues si se impidiese a los destinatarios 

de los trabajos, que no lo tengan prohibido por contrato, contratar con otras, 

llegaríamos a sostener, como señala en su informe el Fiscal de la Audiencia Nacional, 

que los consumidores habituales de un comercio no pudieran comprar en otro, en caso 

de huelga en el primero, o que, la empresa que tenga que realizar determinados 

trabajos no pudiera recurrir a otra empresa de servicios". Dicha opinión en el caso de 

que la demanda hubiera sido extensiva, y hubiera contemplado al resto de empresas, 

no se hubiera ajustado a la doctrina expuesta anteriormente por el Tribunal 

Constitucional, ya que no analiza la actuación dela empresa contratista y si la misma ha 

producido una lesión al Derecho a la huelga. 
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La STS de 23 de enero de 2017 (rec. 60/2016; subcontratistas de Telefónica) 

contempla otro supuesto en el marco limitado de la pretensión de tutela del derecho a 

la huelga y de libertad sindical. Se cuestiona si, convocada una huelga en varias 

empresas subcontratistas de Telefónica, operan para ésta los deberes de negociación 

que impone en situaciones de huelga el artículo 8.2 RDL 17/1977. La respuesta es 

negativa porque los trabajadores en huelga no pertenecen a la plantilla de Telefónica, 

sino a la de diferentes empresas que subcontratan con ella la actividad de provisión de 

servicios finales de telecomunicaciones, y por que como señala la sentencia la 

obligación de negociar corresponde a las partes en conflicto no a la empresa contratista 

TELEFONICA.  

 

En cuanto al grupo de empresas5 y la consideración de responsabilidades como tercero 

dentro de dicha relación, la posición del Tribunal Supremo ha sido la de considerar las 

actuaciones del resto de empresas del grupo como actuaciones conjuntas como 

empleadores, sin atender a los requisitos exigidos por el Tribunal Supremo para la 

extensión de responsabilidades como grupo de empresas patológico. La sentencia del  

Tribunal Supremo, Sentencia núm. 885/2018 de 3 octubre (Recurso de casación 

para la unificación de doctrina 3365/2016), por la que se confirma la sentencia de 6 

de junio de 2016 por la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, 

en el recurso de suplicación núm. 174/2016 se indica, partiendo de la constatación de 

que las empresas demandadas formaban un grupo mercantil de empresas, que el 

hecho de que la huelga se hubiera producido en la empresa que se dedicaba, entre 

otras actividades, a la impresión de las publicaciones de las empresas codemandadas 

y que éstas, durante el período que duró la huelga, encargaran la impresión de 

aquéllas en otras empresa impresoras, esto permitió que las publicaciones salieran con 

normalidad al mercado. Dicha actuación constituyó un atentado al derecho a la huelga 

del sindicato convocante ya que con dicha actitud se vació de contenido el derecho 

fundamental. La argumentación de la sentencia recurrida se fundamenta en la doctrina 

sentada por nuestra STS de 11 de febrero de 2015 (Rec. 95/2014) que confirmó la 

lesión del derecho a la huelga en aplicación de la jurisprudencia del Tribunal 

                                                
5 RAMOS QUINTANA, M.I. “La responsabilidad laboral de los grupos de empresas”, ed. Bomarzo, 2015. 

WILFREDO SANGUINETI R. “La tutela sustancial del derecho de huelga en las estructuras empresariales 
complejas”. Revista de Derecho Social nº 74. 2015. 
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Constitucional sobre el ejercicio del derecho a la huelga en determinados supuestos de 

descentralización productiva (SSTC 75/2010 y 76/2010 ) conduce a considerar que sí 

se ha producido la vulneración del derecho a la huelga apreciada por la sentencia 

recurrida. En efecto, en el seno de un grupo empresarial, ante la huelga planteada en 

una de las empresas de dicho grupo, precisamente la que se encarga de la impresión 

de las publicaciones, el resto de empresas acudieron a la contratación externa de las 

actividades que, desde la constitución del grupo como tal, se encargaban a la empresa 

que soportó la huelga. Ninguna duda cabe que la intención de los huelguistas con la 

utilización del derecho fundamental era presionar a su empresa, entendiendo como 

fundamental la evitación de que las publicaciones pudieran aparecer con normalidad, 

trasladando a los consumidores y a la opinión pública su visión del conflicto existente. 

En esas condiciones, la radical alteración de las dinámicas de funcionamiento 

coordinado de las empresas del grupo, producida directamente como consecuencia de 

la convocatoria de huelga, vació de contenido, en parte, el derecho fundamental a la 

huelga privándole de la repercusión externa de la misma a través de una puntual 

modificación de los procesos productivos imperantes en el grupo empresarial. También 

la sentencia STS 3659/2018, de 3 octubre de 2019, Nº de Recurso: 1147/2017 que la 

organización grupal -ciertamente legítima- pueda presentar ventajas de todo tipo (de 

funcionamiento, de gestión, fiscales...etc), alguna de las cuales se acrecienta cuando la 

configuración del grupo opera en el fenómeno de descentralización productiva, de 

suerte que los bienes o servicios que una determinada empresa sitúa en el mercado 

son producto de la coordinación de tareas entre las diversas empresas del grupo. 

 

Existe una cierta fragmentación de la actividad empresarial, de cuya legitimidad no 

cabe dudar, de modo que su actuación coordinada puede repercutir sobre algunos 

derechos de los trabajadores de cualquiera de las empresas del grupo. No hay 

comunicación de responsabilidades y cada empresa responde frente a sus propios 

trabajadores, pero sí existe una obligación conjunta de respeto de los derechos de los 

trabajadores, singularmente de los colectivos, alguna de las cuales se desprende 

directamente de las propias previsiones legales (como ocurre con el fenómeno de los 

convenios de grupos de empresas en los que pesa sobre todas sus integrantes la 

obligación de respeto de los derechos de negociación colectiva o libertad sindical, en 

su caso, y las que pudieran derivar del ejercicio del derecho a la huelga por parte de los 

trabajadores para presionar sobre la negociación del convenio, por ejemplo). También 
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sucede, en otras circunstancias, con el ejercicio del derecho a la huelga en empresas 

vinculadas por fenómenos de descentralización productiva, en el que pesa sobre el 

grupo que funciona como una organización productiva y/o comercial, cuanto menos, el 

deber de respecto y no injerencia en el derecho fundamental que ejerza cualquier 

colectivo de trabajadores de empresas pertenecientes al grupo; deber que enlaza sin 

dificultad de las indudables ventajas productivas y de todo orden que se desprenden de 

este tipo de vinculación grupal. La radical alteración de las dinámicas de 

funcionamiento coordinado de las empresas del grupo, producida directamente como 

consecuencia de la convocatoria de huelga, vació de contenido, en parte, el derecho 

fundamental a la huelga. Por tanto de nuevo el Supremo, configura una regulación de 

responsabilidad, que asume al grupo de empresas como conjunto, ampliando la noción 

de empresario atendiendo a la realidad de la actividad empresarial, a la existencia de 

un verdadero empresario6, pero sólo al ámbito de lesión de derecho a la huelga.  

 

Si bien salvo en el caso de grupo de empresas, no hemos tenido una sentencia del 

Tribunal supremo que aplique la interpretación del Tribunal Constitucional, a supuestos 

de intervención de empresario contratista contrarios al derecho a la huelga, en el 

ámbito de los Tribunales Superiores de Justicia cabe destacar la sentencia del 

Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, (Sala de lo Social) Sentencia núm. 

1634/2018 de 12 marzo. Recurso de Suplicación: 99/2018.  Como resultado de una 

actuación de la Inspección de trabajo que levantó Acta de infracción calificada de muy 

grave y sobe la que el TSJ finalizó confirmando lo siguiente: 

 

1ª.-En primer lugar, porque cabe concluir que los actos vulneradores del derecho a la 

huelga pueden ser realizados por terceros empresarios distintos del titular de la 

empresa o centro de trabajo en cuyo ámbito se produce la huelga , si tales empresarios 

tienen una especial vinculación con aquel, como sucede en nuestro caso, en el que los 

trabajadores de las empresas subcontratadas, prestan servicios para TELEFONICA 

ESPAÑA S.A.U. y tal vulneración se produce mediante los actos del empresario 

principal que sustituye a los trabajadores huelguistas pertenecientes a las 

empresas colaboradoras contratadas por TELEFONICA, en cuanto a parte de sus 

tareas o funciones, con la asunción de las mismas por parte de personal adscrito de 

                                                
6 GOMEZ ARBOS, J. La resistencia para reconocer al grupo de empresas como "verdadero empresario" en el 
ámbito laboral”. Revista Española de Derecho del Trabajo 221.2019. 
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modo directo a aquélla, no tratándose de servicios mínimos. A ello no obsta el hecho 

de que exista una clausula en los contratos que permita a la empresa principal asumir 

en cualquier momento y sin justificación alguna, cualquiera de las actividades de las 

empresas colaboradoras, mediante la asunción por “recurso propio”, y el contrato 

permite el citado recurso propio e intervención directa y además cualquier actividad de 

mantenimiento y reparación, pues dicha cláusula tiene virtualidad sólo en supuestos en 

los que no existe vulneración de derechos fundamentales, pero no se puede utilizar 

para evitar que la huelga convocada consiga su finalidad, que es la de que los 

trabajadores puedan defender sus derechos laborales, y esto obliga tanto a la empresa 

empleadora como a la principal. 

 

2ª.- En segundo lugar, porque la vulneración tiene como efecto, neutralizar el 

legítimo derecho a la huelga como medio de presión que los trabajadores tienen 

para defender la rebaja de precios de los servicios y las pésimas condiciones 

impuestas en el nuevo contrato de bucle de TELEFONICA, presentando con la 

conducta de la empresa principal una apariencia de normalidad contraria al derecho a 

la huelga. 

 

3ª.- Finalmente, porque no es explicación razonable la que alega la recurrente en 

cuanto a que debe atender las obligaciones legales que tiene con el Estado, que podría 

incluso sancionarle por su incumplimiento, pues esas alegaciones - que no resultan 

justificadas atendiendo a los hechos probados- no pueden justificar la vulneración del 

derecho a la huelga llevada a cabo por la empresa principal. No cabe alegar por la 

recurrente la inexistencia de relación laboral con los trabajadores huelguistas para 

apelar a la falta de responsabilidad en el ejercicio de su derecho a la huelga pues, dado 

que el ejercicio del citado derecho, se ha de proyectar de manera principal sobre la 

actividad de la empresa principal, cualquier actuación que pudiera desarrollar 

para neutralizar el ejercicio del derecho a la huelga, vulneraría este derecho, 

como acontece en el caso de autos 

 

A modo de conclusión, y siguiendo las pautas marcadas por el Tribunal Constitucional, 

es necesario considerar en el ámbito de la defensa de derechos fundamentales una 

concepción amplia del concepto de empresario, superando el concepto de empleador. 

La realidad laboral pone de manifiesto que la relación entre empresa y trabajador, ya 
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no se sustenta exclusivamente en una relación bilateral. Se ha difuminado el concepto 

empleador, en el uso de nuevas tecnologías en la utilización de ingeniería financiera, lo 

que dificulta la exigencia de responsabilidades al empresario real. Por ello, el Tribunal 

Constitucional determina que no cabe en el Derecho del Trabajo la desprotección de 

Derechos Fundamentales, de tal modo que se debe superar una concepción rígida del 

concepto empleador por una concepción flexible que se adapte a la realidad de la 

actividad productiva. No cabe una respuesta del ordenamiento jurídico laboral que 

gestione la exigencias de responsabilidades a empresas vacías de contenido, cuyo 

único valor es el de dar una apariencia de empresario con la adscripción de 

trabajadores. Además, que en el caso de que tengan que reclamar responsabilidades 

se encuentren con un edificio vacío, en el que no quepa trasladar la responsabilidad al 

empresario real. Esa situación justificaría un fraude de ley, amparando la apariencia de 

empleador como responsable directo, y provocando con ello una lesión efectiva de los 

derechos ejercidos por la representación legal de los trabajadores. 
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LEGISLACIÓN 
 
UNIÓN EUROPEA 
ESTATAL 
COMUNIDADES AUTÓNOMAS 

 

 

UNIÓN EUROPEA 

Instrucciones prácticas a las partes sobre los asuntos sometidos al tribunal de justicia. 
Ir al texto 
 

 

ESTATAL 

Real Decreto-ley 4/2020, de 18 de febrero, por el que se deroga el despido objetivo por 
faltas de asistencia al trabajo establecido en el artículo 52.d) del texto refundido de la 
Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, 
de 23 de octubre. Ir a texto 

 
Real Decreto 231/2020, de 4 de febrero, por el que se fija el salario mínimo 
interprofesional para 2020. Ir al texto 
 
Reforma del Reglamento del Senado por la que se modifica el artículo 49.2 y 3. Ir al 
texto 

 
Real Decreto 307/2020, de 11 de febrero, por el que se desarrolla la estructura 
orgánica básica del Ministerio de Política Territorial y Función Pública. Ir al texto 
 
Resolución de 4 de febrero de 2020, del Congreso de los Diputados, por la que se 
ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 18/2019, de 
27 de diciembre, por el que se adoptan determinadas medidas en materia tributaria, 
catastral y de seguridad social. Ir al texto 
 
Resolución de 4 de febrero de 2020, del Congreso de los Diputados, por la que se 
ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 2/2020, de 21 
de enero, por el que se aprueban medidas urgentes en materia de retribuciones en el 
ámbito del sector público. Ir al texto 
 

https://eur-lex.europa.eu/homepage.html
https://eur-lex.europa.eu/legal-content/ES/TXT/?uri=uriserv:OJ.LI.2020.042.01.0001.01.SPA&toc=OJ:L:2020:042I:TOC
http://www.boe.es/diario_boe/
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-2381
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/05/pdfs/BOE-A-2020-1652.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/08/pdfs/BOE-A-2020-1894.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/08/pdfs/BOE-A-2020-1894.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/12/pdfs/BOE-A-2020-1996.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/11/pdfs/BOE-A-2020-1934.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/11/pdfs/BOE-A-2020-1935.pdf
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Resolución de 4 de febrero de 2020, del Congreso de los Diputados, por la que se 
ordena la publicación del Acuerdo de convalidación del Real Decreto-ley 1/2020, de 14 
de enero, por el que se establece la revalorización y mantenimiento de las pensiones y 
prestaciones públicas del sistema de Seguridad Social. Ir al texto 
 
Orden ISM/109/2020, de 10 de febrero, por la que se establecen, para el año 2020, las 
bases de cotización a la Seguridad Social de los trabajadores del Régimen Especial del 
Mar incluidos en los grupos segundo y tercero. Ir a texto 
  

Real Decreto-ley 5/2020, de 25 de febrero, por el que se adoptan determinadas 
medidas urgentes en materia de agricultura y alimentación. Ir al texto 

Contenido laboral y de Seguridad social: 
 
- Artículo tercero. Reducción del número mínimo de jornadas reales cotizadas para 
acceder al subsidio por desempleo o a la renta agraria a favor de los trabajadores 
eventuales agrarios residentes en el territorio de las Comunidades Autónomas de 
Andalucía y Extremadura  
 
- Artículo cuarto. Conversión de contratos eventuales de trabajadores agrarios en 
contratos indefinidos o contratos fijos-discontinuos.  
 
- Artículo quinto. Modificación de la Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del 
Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social.  

 

AUTONÓMICA 

Illes Balears 
 
Decret 7/2020, de 31 de gener, pel qual es regulen els permisos, les llicències, les 
vacances i altres mesures de conciliació de la vida personal, familiar i laboral del 
personal funcionari al servei de l’Administració de la Comunitat Autònoma de les Illes 
Balears. Ir al texto 
 

Canarias 
 
Ley 19/2019, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad 
Autónoma de Canarias para 2020. Ir a texto 

 

Castilla La Mancha 
 
Ley 5/2019, de 23 de julio, por la que se modifica la Ley 11/2003, de 25 de septiembre, 
del Gobierno y del Consejo Consultivo de Castilla-La Mancha. Ir al texto 
 
Ley 6/2019, de 25 de noviembre, del Estatuto de las Mujeres Rurales de Castilla-La 
Mancha. Ir al texto 
 

https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/11/pdfs/BOE-A-2020-1936.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-2112
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2017-15715
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/26/pdfs/BOE-A-2020-2669.pdf
http://www.caib.es/boib/
http://www.caib.es/eboibfront/pdf/ca/2020/14/1052852
http://www.gobiernodecanarias.org/boc/
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-1566
http://docm.castillalamancha.es/portaldocm/sumario.do
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/01/pdfs/BOE-A-2020-1532.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/01/pdfs/BOE-A-2020-1533.pdf
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Ley 7/2019, de 29 de noviembre, de Economía Circular de Castilla-La Mancha. Ir al 
texto 
 
Ley 8/2019, de 13 de diciembre, de Participación de Castilla-La Mancha. Ir al texto 
 
Ley 10/2019, de 20 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Junta de 
Comunidades de Castilla-La Mancha para 2020. Ir a texto 

 
Ley 1/2020, de 3 de febrero, del Tercer Sector Social de Castilla-La Mancha. Ir a texto 

 
Ley 11/2019, de 20 de diciembre, de Medidas Administrativas y Tributarias de Castilla-
La Mancha. Ir al texto 
 

Catalunya 
 
Decreto-ley 17/2019, de 23 de diciembre, de medidas urgentes para mejorar el acceso 
a la vivienda. Ir a texto 

 

Extremadura 
 
Ley 1/2020, de 31 de enero, de presupuestos generales de la Comunidad Autónoma de 
Extremadura para el año 2020. Ir a texto 

 

Galicia 
 
RESOLUCIÓN do 26 de decembro de 2019, da Secretaría Xeral de Emprego, pola que 
se dispón a inscrición no rexistro e a publicación no Diario Oficial de Galicia do acordo 
polo que se aproba o acordo interprofesional galego sobre procedementos 
extraxudiciais de solución de conflitos de traballo (AGA). Ir al texto 

 

La Rioja 
 
Ley 1/2020, de 30 de enero, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma 
de La Rioja para el año 2020. Ir al texto 
 
Ley 2/2020, de 30 de enero, de Medidas Fiscales y Administrativas para el año 2020. Ir 
al texto 

 

Euskadi 
 
NORMA FORAL 9/2019, de 23 de diciembre, por la que se aprueban los Presupuestos 
Generales del Territorio Histórico de Gipuzkoa para el año 2020. Ir a texto 

 

 
 
 
  

https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/01/pdfs/BOE-A-2020-1534.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/01/pdfs/BOE-A-2020-1534.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/05/pdfs/BOE-A-2020-1654.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-2113
https://docm.castillalamancha.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2020/02/07/pdf/2020_874.pdf&tipo=rutaDocm
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/12/pdfs/BOE-A-2020-1997.pdf
http://dogc.gencat.cat/ca
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2020-2509
http://doe.gobex.es/
http://doe.gobex.es/pdfs/doe/2020/220o/20010001.pdf
http://www.xunta.gal/diario-oficial-galicia/portalPublicoHome.do?fecha=20171110&ruta=%2Fsrv%2Fwww%2Fdoga%2FPublicados%2F2017%2F20171110%2FIndice214_gl.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2020/20200212/AnuncioG0424-130120-0003_gl.html
http://www.larioja.org/bor/es
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/11/pdfs/BOE-A-2020-1938.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/11/pdfs/BOE-A-2020-1939.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/11/pdfs/BOE-A-2020-1939.pdf
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/Ultimo.shtml
https://www.euskadi.eus/y22-bopv/es/bopv2/datos/2020/02/2000506a.shtml
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NEGOCIACIÓN 
COLECTIVA 

 
 
 
 
 
 
 

ESTATAL 

 
Resolución de 22 de enero de 2020, de la Dirección General de Trabajo, por la 
que se registra y publica el Acuerdo sobre registro diario de jornada del 
Convenio colectivo del sector de la banca. Ir al texto  

 

AUTONÓMICA 

Andalucía 
Convenio Colectivo del Sector Operadores Logísticos de la provincia de Sevilla 
(Código 41004595012007). Ir al texto 

 

Castilla y León 
Industria de la transformación y venta de confiteria, pasteleria y reposter[..] Ir a 
texto 
 
Madera (industrias) (p). Ir a texto 

 

Convenio colectivo para clínicas y consultas de odontología de la provincia 
(se). Ir a texto 

 

Convenio colectivo provincial para el comercio en general de la provincia de 
Segovia. 2019/2023. Ir al texto 
 

Catalunya 
 
RESOLUCIÓ TSF/185/2020, de 10 de gener, per la qual es disposa la 
inscripció i la publicació del Conveni col·lectiu per a les empreses comercials 
de serveis d'empaquetats, enfaixat i qualsevol altra manipulació de productes 
propietat de tercers (codi de conveni núm. 79001635012000). Ir al texto 

 
Conveni col·lectiu per al sector de serveis forestals de Catalunya. Ir al texto  

http://www.boe.es/diario_boe/
https://www.boe.es/boe/dias/2020/02/04/pdfs/BOE-A-2020-1624.pdf
https://www.boe.es/diario_boe/
http://www.juntadeandalucia.es/boja
https://www.dipusevilla.es/system/modules/es.dipusevilla.inpro/elements/download-bop.pdf?date=2020-02-17
http://bocyl.jcyl.es/
https://www.dipuleon.es/bopSearchAction/Ciudadanos/Boletin_Oficial_Provincia/;jsessionid=B99EE2A2C030F81E6FA892B51DC64CAF
https://www.dipuleon.es/bopSearchAction/Ciudadanos/Boletin_Oficial_Provincia/;jsessionid=B99EE2A2C030F81E6FA892B51DC64CAF
https://www.diputaciondepalencia.es/system/files/bop/2020/20200207-bop-17-ordinario.pdf
https://www.dipsegovia.es/documents/963029/693866e2-19ac-4ba8-9d62-42d276c51edd
https://www.dipsegovia.es/documents/963029/83966bf6-ac56-4cc4-b7b0-0be6818aad2f
http://dogc.gencat.cat/ca
https://dogc.gencat.cat/ca/pdogc_canals_interns/pdogc_sumari_del_dogc/?anexos=1&selectedYear=2020&selectedMonth=1&numDOGC=8057&language=ca_ES
https://expinterweb.empleo.gob.es/regcon/pub/consultaAcuerdo


 

 

 
25 

JURISPRUDENCIA 
 Tribunal Supremo 

 

 
 
 
 
 
 

ARTISTAS EN 
ESPECTÁCULOS 
PÚBLICOS 

STS 15/01/2020. Ir al texto 

 
Roj: STS 376/2020 - ECLI: ES: TS: 
2020: 376  
No de Recurso: 2845/2017  
No de Resolución: 26/2020   
 
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER  
 
Resumen: Artistas en espectáculos 
públicos: se plantea si la regulación de la 
relación laboral especial de artistas, en 
cuanto permite ampliamente la 
contratación temporal, excluye o no la 
aplicabilidad del artículo 15.5 del 
Estatuto de los Trabajadores en un 
supuesto de sucesivos contratos 
temporales suscritos entre las partes al 
amparo del Real Decreto 1435/1985.  
 
El TS concluye que la regulación 
contenida en el artículo 15.5 ET, que 
constituye la forma de transposición al 
ordenamiento interno de la Directiva 
99/70, y que viene a establecer un 
criterio objetivo de limitación de 
contratos temporales a un tope máximo 

sin necesidad de que haya que apreciar 
circunstancias indiciarias de abuso ni 
menos de fraude de ley, debe aplicarse 
a los contratos temporales de los 
artistas, ya que de otra manera se 
llegaría al resultado inadmisible de que 
el Estado español no habría dado 
cumplimiento a la Directiva en cuanto a 
estos trabajadores temporales.  
 
 

ASISTENCIA 
SANITARIA 

STS 05/12/2019. Ir al texto 
 
Roj: STS 4316/2019 - ECLI: ES: TS: 
2019: 4316  
No de Recurso: 3395/2018  
No de Resolución: 838/2019   
 
Ponente: MARIA LUZ GARCIA 
PAREDES  
 
Resumen: Asistencia sanitaria: para 
poder reclamar la Mutua Colaboradora, 
con cargo al Servicio de Salud, el 
importe de los gastos médicos 
sufragados en concepto de asistencia 
sanitaria no debe requerirse antes la 
declaración de contingencia del INSS.  
 

http://www.poderjudicial.es/search/indexAN.jsp
http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/2af0eef3f910ef3d/20200218
http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/4047a3a96cfebe32/20200204
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Estamos, por tanto, en presencia de una 
intervención de la Mutua -asistencia 
sanitaria a beneficiario del sistema 
público de salud y asegurado a la 
misma- que, sin dudas, debió prestarse y 
en la que no era lógico, ni adecuado, 
exigir a la mencionada entidad que se 
abstuviera de prestar la asistencia 
requerida hasta que el INSS no hubiera 
certificado la contingencia. Visto el relato 
de hechos probados, era coherente que 
pudiera tratarse de una contingencia 
profesional y la entidad colaboradora, en 
ese margen, actuó otorgando y 
gestionando la asistencia solicitada. El 
hecho de que de las pruebas 
diagnósticas practicadas se infiriese el 
origen común de las contingencias (no 
consta que el origen fuera profesional) 
revela, sin duda, que los gastos de la 
inicial atención sanitaria prestada por la 
demandante, deban ser satisfechos por 
el SAS que es la entidad encargada de 
la prestación sanitaria en cuestión .  
 
En definitiva, entendemos como correcta 
la doctrina de la sentencia recurrida que 
reconoce la obligación de reintegro que 
tiene el Servicio de Salud, respecto de la 
asistencia sanitaria prestada por 
enfermedad común, sin que para ello 
sea exigible que dicha Entidad 
Colaboradora deba acudir previamente 
al INSS para determinar la contingencia 
que ni tan siquiera ha sido cuestionada 
en su momento por el Servicio de Salud.  
 
Rectifica doctrina recogida en la 
sentencia de 21 de marzo de 2018, rcud 
1732/2016. 
 
 

CONTRATOS DE 
DURACIÓN 
DETERMINADA 

STS 10/12/2019. Ir al texto 

 
Roj: STS 4329/2019 - ECLI: ES: TS: 
2019: 4329  
No de Recurso: 2450/2017  

No de Resolución: 851/2019 
 
Ponente: MARIA LUZ GARCIA 
PAREDES  
 
Resumen: Contratos de duración 
determinada: el trabajador interino por 
vacante puede permutar su puesto de 
trabajo con otro trabajador en similar 
situación de contratación.  
 
Pues bien, el TC (STC 147/1017) 
considera que esas razones no se 
justifica el trato desigual diciendo que:  
 
1o el mero hecho de que un trabajador 
haya prestado sus servicios en virtud de 
un contrato de interinidad no puede 
constituir una razón objetiva que permita 
justificar una diferencia de trato.  
 
Esto es, la permuta afecta a dos 
trabajadoras que mantienen con la 
empleadora una relación contractual de 
similar naturaleza -interinidad por 
vacante-, con la misma categoría 
profesional, de forma que sus vínculos 
jurídicos no se hubieran visto 
modificados en su naturaleza, que es lo 
que, en definitiva, determina la que 
denomina, al igual que hace la sentencia 
aquí recurrida, la  intercambiabilidad  de 
los puestos de trabajo.  
 
 
STS 04/12/2019. Ir al texto 
 

Roj: STS 4324/2019 - ECLI: ES: TS: 
2019: 4324  
No de Recurso: 1266/2018  
No de Resolución: 831/2019  
 
Ponente: MARIA LUZ GARCIA 
PAREDES 
 
Resumen: Contratos de duración 
determinada: contrato de interinidad por 
cobertura de vacante: no procede 
indemnización ante la válida extinción. 
 
Reitera doctrina: STJUE 5 de junio de 
2018 (asuntos Montero Mateos -C-
677/16 y Grupo Norte Facility -C 574/16) 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/70ad5577c14c4cdb/20200204
http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/09aa5ffa68587eb0/20200204
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acogida en la STS de 13 de marzo de 
2019 (R C U D 3970/2016  
 
 
STS 16/01/2020. Ir al texto 
 

Roj: STS 208/2020 - ECLI: ES: TS: 
2020: 208  
No de Recurso: 2122/2018  
No de Resolución: 38/2020   
 
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA  
 
Resumen: Contratos de duración 
determinada: suscripción de un único 
contrato, celebrado con anterioridad a la 
modificación legal, resultando en 
consecuencia de aplicación lo dispuesto 
con anterioridad a la misma. Se 
incardinó en la prestación de servicios 
adjudicados a la empresa RANDSTAD 
PROYECT SERVICES, S.L. por la 
Corporación RTVE, S.A. sobre 
Externalización del Servicio de Medios 
Materiales y Almacenes. El contrato 
suscrito entre dichas mercantiles fue 
objeto de las ampliaciones y prórroga 
que relatan los incombatidos HP 2o y 3o 
de la sentencia recurrida, mientras que 
el pactado con el actor consistió en la 
instalación y movimiento de mobiliario en 
las diferentes salas de la corporación y 
el traslado de paquetería en general.  
 
Tal y como recoge la resolución 
impugnada, esta última actividad se 
evidencia claramente indeterminada 
además de permanente o estructural, y 
habitual en la empresa, no resultando 
acreditado que dicha contratación 
respondiese a una situación meramente 
coyuntural.  
 
Concretamente el arco temporal en el 
que se lleva a cabo en el caso enjuiciado 
supera con creces el lapso que luego 
contemplaría la modificación normativa: 
abarca desde mayo de 2008 a 
noviembre de 2015, estando adscrito el 
demandante a las funciones ya 
descritas, a pesar de las ampliaciones y 
prórroga del contrato temporal suscrito 
entre aquellas entidades -que 

igualmente desdibujaba la autonomía e 
identidad de la contrata, justificativa de la 
contratación-, haciendo inidónea la 
contratación temporal utilizada para dar 
cobertura a la prestación de servicios del 
trabajador, y provocando en definitiva 
que la relación laboral se transformase al 
variar su base esencial, mutando la 
naturaleza temporal en indefinida,  
 
Reitera doctrina: STS IV de 5.03.2019 
(rcud 1128/2017) que reitera la doctrina 
del Pleno (SSTS19.07.18).  
 
 
STS 05/02/2020. Ir al texto 
 

Roj: STS 405/2020 - ECLI: ES: TS: 
2020: 405  
No de Recurso: 3377/2018  
No de Resolución: 108/2020   
 
Ponente: ROSA MARIA VIROLES 
PI OL  
 
Resumen: Contratos de duración 
determinada: indemnización a la 
finalización del contrato de obra y 
servicio. En primer lugar debe señalarse 
que la doctrina del TJUE, sentada en su 
sentencia de 16 de septiembre de 2016, 
ha sido rectificada y matizada por sus 
recientes sentencias de 5 de junio de 
2018 (caso Montero Mateos) y 21 de 
noviembre de 2018 ( C/619/2017) que 
son de aplicación a los contratos 
temporales de interinidad por vacante y 
por sustitución, señalando la nueva 
doctrina que en esos casos no existe 
derecho a indemnización cuando llegan 
a término, como con más detalle 
argumenta nuestra sentencia reciente de 
13 de marzo de 2019 (R. 3970/2016).  
 
Ahora bien, distinta solución ha de darse 
a los contratos para obra o servicio 
determinados para los que existe 
previsión legal expresa en el artículo 49-
1-c) del ET que establece una 
indemnización de 12 días de salario por 
año de servicio para los supuestos de 
extinción de estos contratos, como con 
reiteración ha señalado esta Sala, que 
es la que corresponde percibir a la 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/f7b2edcf1c33aa9d/20200210
http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/f5b65a94c4aa57ab/20200221
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demandante y consta le abonó la 
recurrente.  
 
 

DEMANDA 

STS 05/12/2019. Ir al texto 
 

Roj: STS 4320/2019 - ECLI: ES: TS: 
2019: 4320  
No de Recurso: 1849/2017  
No de Resolución: 845/2019   
 
Ponente: MARIA LUZ GARCIA 
PAREDES  
 
Resumen: Demanda: variación 
sustancial: en el proceso por despido, la 
alegación en el acto de juicio de que se 
declare la improcedencia del despido por 
falta de tramitación del expediente 
contradictorio constituye una 
modificación sustancial de la demanda, 
que impide ser analizado por el juzgador 
de instancia.  
 
El hecho de que el Convenio Colectivo 
imponga la tramitación de un expediente 
contradictorio no implica que la parte 
actora pueda alegar en el acto de juicio 
el incumplimiento de aquella regla 
convencional ya que, a diferencia de lo 
que se establece para los 
representantes legales de los 
trabajadores, la empresa no está  
obligada legalmente a aportar el 
expediente contradictorio al proceso (art. 
106.2 LRJS) y por ello, esa alegación 
novedosa le ocasiona indefensión.  

 
 

STS 19/12/2019. Ir al texto 
 

Roj: STS 4337/2019 - ECLI: ES: TS: 
2019: 4337  
No de Recurso: 28/2018  
No de Resolución: 884/2019   
 
Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ 
GARCIA DE LA SERRANA  
 
Resumen: Demanda: modificación 
sustancial. Existencia. En el acto del 

juicio se produjo una modificación 
sustancial de la demanda contraria a lo 
dispuesto en los artículos 80-1-c) y 85-1 
de la LRJS que dejó indefensa a la parte 
demandada.  
 
La modificación fue sustancial porque 
vino a alterar los términos del debate 
previo, tanto durante el periodo de 
consultas del artículo 41-4 del ET, como 
el planteado en la demanda porque 
nunca se suscitó  si las medidas a 
adoptar, la minoración y supresión de 
complementos retributivos, afectaban a 
retribuciones convencionales o no, sin 
que se cuestionara tampoco el 
procedimiento a seguir. Esta alegación 
sorpresiva dejó indefensa a la empresa 
para subsanar los defectos de 
tramitación previos y para preparar la 
prueba que evidenciara que se 
suprimían complementos ajenos al 
convenio. Aún hoy, queda la duda sobre 
si se suprimieron o no conceptos 
retributivos del convenio colectivo, cual 
evidencia que la recurrente no los señale 
concretamente, así como el ordinal 
séptimo de los hechos probados, donde 
consta un acta de conclusiones en el 
que las centrales sindicales hacen 
constar esa duda, aparte que la 
demandada hace constar que el error 
consistente en suprimir algún 
complemento retributivo del convenio 
será subsanado.  

DEPORTISTAS 
PROFESIONALES 

STS 23/01/2020. Ir al texto 
 

Roj: STS 344/2020 - ECLI: ES: TS: 
2020: 344  
No de Recurso: 2205/2017  
No de Resolución: 54/2020   
 
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER  
 
Resumen: Deportistas profesionales: un 
deportista profesional, en este caso un 
jugador de fútbol de un equipo de 
primera división, tiene derecho a la 
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finalización de su contrato a la 
indemnización prevista en el apartado c) 
del artículo 49.1 ET para la extinción de 
contratos temporales de trabajo por 
llegada de su término final.  
 
La extinción del contrato por finalización 
de su término pactado da lugar a la 
percepción de la indemnización prevista 
en el art. 49.1 c) ET, de aplicación 
supletoria a todas la relaciones 
reguladas por el RD 1006/1985, lo que 
contribuye a minorar las diferencias 
entre relaciones especiales y comunes, 
en particular, evitando injustificadas 
discriminaciones entre trabajadores 
temporales de tipo común y trabajadores 
temporales de tipo especial, siendo 
irrelevante el nivel retributivo del 
deportista, pues dicho precepto se aplica 
siempre que ha habido una contratación 
temporal que llega a su término, con 
independencia de cuál sea el salario de 
la persona afectada o su posición 
respecto del importe previsto por el 
convenio colectivo, así como el hecho de 
que se incorpore de forma inmediata a 
otra entidad deportiva. En nuestro 
asunto, el contrato se extinguió por 
llegada de su término final y sin que 
concurriera ninguna circunstancia que 
hiciese inaplicable la previsión 
indemnizatoria contenida en el artículo 
49.1.c) ET, lo que conlleva la 
desestimación del recurso y la 
confirmación de la sentencia de 
instancia.  
 
 

DESPIDO COLECTIVO 

STS 14/01/2020. Ir al texto 
 

Roj: STS 300/2020 - ECLI: ES: TS: 
2020: 300  
No de Recurso: 126/2019  
No de Resolución: 15/2020    
 
Ponente: ROSA MARIA VIROLES 
PI OL  
 
Resumen: Despido colectivo: ajustado a 
derecho. Período de consultas: el 

procedimiento se ha seguido por sus 
trámites, y en concreto el periodo de 
consultas, se ha desarrollado en los 
términos establecidos en el precepto, 
apreciándose buena fe de las partes en 
la negociación, con vistas a la 
consecución de un acuerdo, por lo que 
no se aprecia la mala fe en el periodo de 
consultas denunciado por la recurrente. 
 
Causas productiva: existente: pérdida 
total de la carga de trabajo de que 
disponía GESTIPACK para ocupar a su 
plantilla, pues no consta que tal empresa 
disponga de ningún otro centro de 
trabajo. 
 
 
STS 24/01/2020. Ir al texto 
 
Roj: STS 296/2020 - ECLI: ES: TS: 
2020: 296  
Id Cendoj: 28079149912020100001 
No de Recurso: 148/2019  
No de Resolución: 62/2020    
 
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER  
 
Resumen: Despido colectivo: las 
extinciones de contratos producidas por 
disminución del volumen de la contrata 
al amparo del artículo 17 del Convenio 
Colectivo de Contact Center computan a 
efectos de establecer el número de 
extinciones que determinarán si se 
sobrepasan o no los umbrales del 
artículo 51 ET y, en consecuencia, 
estamos en presencia de un despido 
colectivo de hecho.  
 
En la medida en que la extinción de los 
27 contratos temporales se amparaba en 
causa productiva y económica, aunque 
fuera alegando la previsión 
convencional, resulta evidente que tales 
extinciones computaban para determinar 
si se habían sobrepasado o no los 
umbrales del despido colectivo, y tal 
afirmación podía y debía hacerse en el 
seno del proceso de despido colectivo 
que se había iniciado con la demanda 
rectora de las presentes actuaciones. En 
consecuencia, la sala de instancia 
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apreció indebidamente la excepción de 
inadecuación de procedimiento; y, a 
tenor de los hechos declarados 
probados, resulta evidente que en el 
período de referencia entre el 1 de 
noviembre de 2018 y el 29 de enero de 
2019, se produjo la extinción de 55 
contratos (27 por causas productivas o 
económicas y 28 por causas no 
inherentes a la voluntad del trabajador), 
de forma que se superan los umbrales 
del artículo 51.1 ET, lo que determina 
que estemos en presencia de un despido 
colectivo de hecho al no haberse 
seguido el procedimiento del 
mencionado artículo 51  
 
 

EXTINCIÓN DEL 
CONTRATO POR 
INCUMPLIMIENTO 
EMPRESARIAL 

STS 19/12/2019. Ir al texto 
 
Roj: STS 4340/2019 - ECLI: ES: TS: 
2019: 4340  
No de Recurso: 2915/2017  
No de Resolución: 882/2019   
 
Ponente: MARIA LUZ GARCIA 
PAREDES  
 
Resumen: Extinción del contrato por 
incumplimiento empresarial: falta de 
abono del salario y/o subsidio de IT en 
pago delegado. Extinción procedente. 
Los incumplimientos se producen a los 
pocos meses de asumir la titularidad 
empresarial quién la ha recibido del 
anterior empleador, de forma que ese 
cambio no tenía que alterar en ningún 
momento el régimen habitual de pagos 
que venía siendo atendido por el anterior 
empleador.  
 
Por otro lado, respecto a los impagos 
hay que precisar que no solo se produce 
el de tres mensualidades sino que fueron 
cinco meses lo que se vieron afectados 
ya que aunque se pagaron con 

posterioridad -y por ello no estamos ante 
impagos sino impuntualidad en el pago-, 
resulta que hasta el momento de 
presentarse la demanda (12 de abril de 
2016), los incumplimientos afectaron a 
cuatro mensualidades, y que con 
posterioridad a su presentación y antes 
del acto de juicio (final de mayo), 
persistió  el retraso en relación con la 
mensualidad del mes de abril.  
 
 

FOGASA 

STS 20/12/2019. Ir al texto 
 

Roj: STS 4326/2019 - ECLI: ES: TS: 
2019: 4326  
No de Recurso: 4386/2018  
No de Resolución: 887/2019  
 Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-
ATANCE  
Resumen: FOGASA: cuando una 
empresa concursada despide a un 
trabajador y transcurren más de sesenta 
días hábiles desde la fecha en que 
presentó la demanda de despido hasta 
la sentencia que lo declara por primera 
vez improcedente (noventa días hábiles 
desde la entrada en vigor del Real 
Decreto Ley no 20/2012, de 13 de julio), 
el empleado ni tiene derecho a que el 
Fondo de Garantía Salarial le abone 
dicho exceso de los salarios de trámite, 
sino que necesariamente debe dirigir su 
reclamación al Estado.  
 
 
STS 16/01/2020. Ir al texto 
 

Roj: STS 198/2020 - ECLI: ES: TS: 
2020: 198  
No de Recurso: 2537/2016  
No de Resolución: 32/2020  
 
Ponente: JESUS GULLON 
RODRIGUEZ. 
 
Resumen: FOGASA: corresponde a la 
jurisdicción social conocer de la 
reclamación de los intereses 
correspondientes a una prestación que 
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abona el FOGASA cuando éste lo hace 
tardíamente.  
 
Parece claro que estaríamos ante una 
interpretación puramente formal del art. 
142 de la citada Ley 30/92 si 
entendiésemos que la reclamación de 
los intereses correspondientes a una 
prestación que corresponde abonar al 
FOGASA, y que éste abona tardíamente, 
hubiera de desgajarse del tronco 
principal - el importe principal que 
corresponde a la prestación que los 
produce- pues tiene la misma naturaleza 
y forma parte del que podríamos 
denominar capital total adeudado, a 
semejanza de los intereses procesales 
que produce un principal reconocido por 
sentencia desde el momento de su 
reconocimiento y hasta su completo 
pago, hasta el punto de que tales 
intereses entran sin dificultad alguna en 
el contenido de la ejecución de la 
sentencia que reconoció la deuda 
principal. No olvidemos que los intereses 
correspondientes a una deuda 
reconocida constituyen los frutos civiles 
del importe principal adeudado (art. 354, 
3o del Código Civil), que participan de la 
misma naturaleza y, como accesorios, 
siguen al principio 
 
Reitera doctrina: SSTS de 28 de 
septiembre de 2016 [rcud 3027/2015], 29 
de septiembre de 2016 [rcud 2601/2015], 
3 de octubre de 2016 [rcud 2222/2015], 
4 de octubre de 2016 [rcud 2323/2015], 
6 de octubre de 2016 [rcud 2763/2015], 
14/09/17 [rcud 1848/2016], 26 de 
septiembre de 2017 [rcud 4122/2015] y 
10 de octubre de 2017 [rcud 3931/2015]. 
 
 

HUELGA 

STS 15/02/2020. Ir al texto 
 

Roj: STS 202/2020 - ECLI: ES: TS: 
2020: 202  
No de Recurso: 166/2018  
No de Resolución: 31/2020    
 

Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO 
ASTABURUAGA  
 
Resumen: Huelga mixta: es ajustada a 
derecho la huelga convocada y 
celebrada el 8 noviembre de 2017 en 
Catalunya por la INTERSINDICAL-CSC  
 
Sobre la falta de preaviso: se desestima 
que se infringiera e plazo de 10 días, 
puesto  que la recurrente introduce una 
cuestión nueva, consistente en variar la 
fecha en la que se dice se notificó el 
preaviso -en la demanda se fija en el 24 
de octubre y en el recurso en el 20 de 
octubre-. 
 
Sobre la ilegalidad de la huelga: no es 
ilegal una huelga por el hecho de que su 
objetivo no se limite exclusivamente a la 
defensa de los intereses de los 
huelguistas -"los intereses defendidos 
durante la huelga no tienen por qué  ser 
necesariamente los intereses de los 
huelguistas, sino los intereses de la 
categoría de los trabajadores  y que el 
calificativo profesional empleado por el 
art. 11 b) RDLRT "ha de entenderse 
referido a los intereses de los 
trabajadores en cuanto tales"- debiendo 
atenderse a los motivos por los que se 
convoca la huelga.  
 
En el caso concreto, si bien aparecen 
motivos políticos, como puede ser el 
contenido en el apartado quinto, la 
derogación del RD Ley 15/2017, de 6 de 
octubre de medidas urgentes en materia 
de movilidad de operadores económicas 
dentro del territorio nacional, 
inmediatamente se vincula a razones 
sociales como es  su afectación negativa 
al tejido productivo y al mercado de 
trabajo , por lo que no es únicamente 
político este motivo dada su proyección 
en las relaciones laborales.  
 
Sobre la abusividad de la huelga: No 
existe en el relato de hechos probados 
dato alguno que refleje los hechos de los 
que parte el recurrente para calificar la 
huelga de abusiva  
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En el asunto examinado no estamos 
ante ninguno de los supuestos a los que 
el artículo 7.2 del RD Ley 17/1977, de 4 
de marzo, califica de actos ilícitos o 
abusivos por lo que, en aplicación de los 
criterios jurisprudenciales anteriormente 
expuestos, corresponde a la empresa la 
prueba del abuso del derecho, sin que 
conste dato alguno en la sentencia de 
instancia que permita concluir que se ha 
producido un daño grave y buscado por 
los huelguistas más allá de lo que es 
razonablemente requerido por la propia 
actividad conflictiva, por lo que no ha 
existido abuso de derecho en la 
desconvocatoria de las huelgas llevada a 
cabo por el Sindicato demandado.  

INCAPACIDAD 
PERMANENTE 
ABSOLUTA 

STS 16/01/2020. Ir al texto 
 

Roj: STS 325/2020 - ECLI: ES: TS: 020: 
325  
No de Recurso: 3700/2017  
No de Resolución: 35/2020   
 
Ponente: MARIA LOURDES ARASTEY 
SAHUN  
 
Resumen: Incapacidad permanente 
absoluta: el beneficiario era pensionista 
de incapacidad permanente total y, tras 
el análisis judicial de instancia de sus 
dolencias, es reconocido como 
incapacitado para toda profesión, con 
independencia de que el expediente 
administrativo inicial hubiera concluido 
con una declaración de otra incapacidad 
permanente total para otra profesión. 
Aun cuando en la vía administrativa se 
hubiera resuelto que la situación del 
demandante era calificable como de 
incapacidad total para otra profesión 
distinta a aquella que dio lugar a una 
pensión previa, lo cierto es que la 
revisión judicial de tal situación y la 
conclusión de que el trabajador se halla 
incapacitado de forma absoluta para el 
desempeño de toda actividad laboral, 

precisamente dentro del mismo régimen, 
supone una innegable alteración de la 
calificación de su estado general que 
impide sostener de forma lógica que una 
misma persona puede carecer de 
capacidad para todo trabajo y, a la vez, 
estar incapacitado sólo para una 
profesión concreta.  
 
Fecha de efectos: no es tres meses 
antes de la  reclamación previa,  sino la  
fecha de la resolución administrativa 
inicial. 
 

JUBILACIÓN 
ANTICIPADA 

STS 06/02/2020. Ir al texto 
 
Roj: STS 338/2020 - ECLI: ES: TS: 
2020: 338  
No de Recurso: 3801/2017  
No de Resolución: 115/2020  
 
Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO 
ASTABURUAGA  
 
Resumen: Jubilación anticipada: a 
efectos de completar el periodo mínimo 
para acceder a la jubilación anticipada, 
ha de tenerse en cuenta el tiempo de 
prestación del Servicio Social obligatorio 
de la mujer, aplicando lo establecido en 
el artículo 208.1 b), último párrafo de la 
LGSS respecto al servicio militar 
obligatorio o prestación social 
sustitutoria.  
 
 

JURISDICCIÓN 

STS 12/12/2019. Ir al texto 

 
Roj: STS 4332/2019 - ECLI: ES: TS: 
2019: 4332  
No de Recurso: 1542/2017  
No de Resolución: 859/2019   
 
Ponente: MARIA LUZ GARCIA 
PAREDES  
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Resumen: Jurisdicción: el orden social 
de la jurisdicción es competente para 
conocer de una reclamación de cantidad 
presentada por Repsol, SA frente al 
trabajador, por el importe del préstamo 
bancario que, como avalista, tuvo que 
abonar a la entidad bancaria.  
 
 
STS 19/12/2019. Ir al texto 
 

Roj: STS 4338/2019 - ECLI: ES: TS: 
2019: 4338  
No de Recurso: 125/2018 No de 
Resolución: 880/2019   
 
Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO 
ASTABURUAGA  
 
Resumen: Jurisdicción: es competencia 
de la jurisdicción social el conocimiento 
de una demanda en que se pretende 
que se declare la obligación de la 
CRTVE de incluir, en los pliegos de 
condiciones para la prestación de 
servicios en la Corporación, de una 
cláusula que imponga la subrogación de 
los trabajadores de las empresas de 
servicios en el caso de cambio de 
titularidad de la contrata,  
 
 

LIBERTAD SINDICAL 

STS 11/12/2019. Ir al texto 
 

Roj: STS 4318/2019 - ECLI: ES: TS: 
2019: 4318  
No de Recurso: 161/2018  
No de Resolución: 856/2019   
 
Ponente: SEBASTIAN MORALO 
GALLEGO  
 
Resumen: Libertad sindical: a 
interpretación de lo dispuesto en el art. 
63 del Convenio colectivo estatal de las 
empresas de seguridad para los años 
2015- 2016 (CC) - de aplicación a los 
efectos de este litigio-, que en la 
actualidad se corresponde con el art. 78 
del vigente Convenio Colectivo. Al 
sindicato demandante le corresponde un 

delegado sindical en el centro de trabajo 
de la provincia de Alicante, con las 
garantías y derechos que reconoce el 
art. 10 Ley Orgánica de Libertad Sindical 
(LOLS). Se reconoce derecho reclamado 
y se declara que la negativa de la 
empresa constituye una conducta 
vulneradora del derecho a la libertad 
sindical, condenándola al pago de una 
indemnización de 6.250 euros.  
 
 
STS 09/01/2020. Ir al texto 
 
Roj: STS 186/2020 - ECLI: ES: TS: 
2020: 186  
No de Recurso: 100/2018  
No de Resolución: 9/2020    
 
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA  
 
Resumen: Libertad sindical: alcance de 
los derechos de información de los 
delegados sindicales estatales (art. 10 
LOLS), como manifestación de su 
derecho de libertad sindical (art. 28.1 
CE). Comportamiento que vulnera la 
libertad sindical, consistente en no 
entregar la información relativa a todos 
los trabajadores de la empresa en todos 
los centros de trabajo, a los Delegados 
de la Sección Sindical Estatal de CCOO. 
La información abarca incluso aquellos 
centros de trabajo en los que no existe 
representación legal de los trabajadores.  
 
Protección de datos: la entrega de 
documentación respecto de trabajadores 
no afiliados a un sindicato no vulnera su 
derecho a la intimidad y a la protección 
de datos, además de una injerencia en la 
vertiente negativa del derecho de 
libertad sindical.  
 
STS 21.12.2015 (rec 56/2015) -
relacionada en el recurso-, ya 
desestimamos la concurrencia de su 
vulneración diciendo lo que sigue: el art. 
6.2 (de la LO 15/1999 vigente a la 
sazón):  dispone que no será preciso el 
consentimiento del interesado cuando 
los datos personales  se refieran a las 
partes de un contrato o precontrato de 
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una relación negocial, laboral o 
administrativa y sean necesarios para su 
mantenimiento o cumplimiento", cual 
ocurre en el presente caso en el que en 
la Bolsa de Empleo solo consta la 
relación de los candidatos por orden de 
puntuación, (Anexo IX, base 9a del 
Convenio Colectivo y Orden de la 
Consejería de Justicia y 
Administraciones Públicas de la 
Comunidad de Madrid de 11 de junio de 
2002 publicada en el BOCM de 18 de 
junio de 2002). Por ello, aparte que al 
resultado final de las pruebas debe 
darse publicidad, resulta que el 
tratamiento que haga de la lista la 
sección sindical, obligada a guardar 
sigilo, viene limitado a comprobar si la 
recurrente al hacer llamamientos para 
las nuevas contrataciones respeta el 
orden impuesto por las bolsas de empleo 
al efecto, actuación en favor de los 
trabajadores en lista de espera 
(precontrato) que viene excepcionada 
por el citado artículo 6-2 de la L.O. 
15/1999.  
 
 
STS 14/01/2020. Ir al texto 
 
Roj: STS 197/2020 - ECLI: ES: TS: 
2020: 197  
No de Recurso: 145/2018  
No de Resolución: 24/2020    
 
Ponente: JOSE MANUEL LOPEZ 
GARCIA DE LA SERRANA  
 
Resumen: Libertad sindical: delegado 
sindical que cesa como tal y después 
interpone demanda en materia de 
derechos de información de la empresa. 
Falta de legitimación activa del delgado 
sindical, al carecer de acción al tiempo 
de presentar la demanda por no tener la 
condición con la que actuaba y, también, 
por falta de legitimación del sindicato, ya 
que el derecho a recibir información era 
del delegado sindical y no del sindicato.  
 
 
STS 28/01/2020. Ir al texto 
 

Roj: STS 323/2020 - ECLI: ES: TS: 
2020: 323  
Id Cendoj: 28079140012020100040 
No de Recurso: 1361/2017  
No de Resolución: 65/2020   
 
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA  
 
Resumen: Libertad sindical: en la 
Sociedad Estatal Correos y Telégrafos, 
S.A. la unidad de medida de la 
representatividad a los efectos de 
reconocimiento de la condición de 
delegados sindicales del art. 10 de la 
Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, 
de Libertad Sindical, es la provincia, y no 
el centro de trabajo de más de 250 
trabajadores.  
 
El mismo Sindicato titular del derecho ha 
fijado la provincia -en este caso la de 
Santa Cruz de Tenerife, en la que hay 
varios centros de trabajo con más de 50 
trabajadores, y en el anterior la de Las 
Palmas- como ámbito de organización y 
correlativo ámbito electoral, ejercitando 
al efecto aquella facultad de 
autoorganización interna, y siéndole de 
cobertura la interpretación que ya se ha 
transcrito del art. 10 de la LOLS, 
regulación legal que resulta ser más 
favorable que la postulada por la parte 
recurrente, con sustento en el Acuerdo 
Marco de 2000 en tanto que la misma se 
evidencia limitativa del ámbito de 
constitución de las secciones sindicales 
al centro de trabajo. 
 
La opción entre organizar la sección 
sindical de Empresa de manera conjunta 
para toda la empresa o de forma 
fraccionada por centros de trabajo, 
corresponde al sindicato en cuestión 
puesto que se trata de un ejercicio de la 
actividad sindical integrante del derecho 
de libertad sindical del que es titular.  
 
 
STS 28/01/2020. Ir al texto 
 

Roj: STS 324/2020 - ECLI: ES: TS: 
2020: 324  
No de Recurso: 2884/2017  
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No de Resolución: 73/2020   
 
Ponente: MARIA LUISA SEGOVIANO 
ASTABURUAGA 
  
Resumen: Libertad sindical: no vulnera 
el derecho de libertad sindical que en 
una asamblea de trabajadores, 
convocada al efecto, se acuerde revocar 
el mandato, no solo de los miembros del 
Comité de empresa pertenecientes a un 
determinado sindicato, sino también de 
los suplentes de los citados miembros.  
 

 

PERSONAL LABORAL 
ADMINISTRACIÓN 
PÚBLICA 

STS 12/12/2019. Ir al texto 
 

Roj: STS 4330/2019 - ECLI: ES: TS: 
2019: 4330  
No de Recurso: 119/2018  
No de Resolución: 868/2019 
   
Ponente: SEBASTIAN MORALO 
GALLEGO  
 
Resumen: es ajustada a derecho la 
Resolución de 26 de febrero de 2018 de 
la Consejería de Hacienda y Sector 
Público del Principado de Asturias, por la 
que se convoca concurso de méritos 
para la provisión de determinados 
puestos de trabajo del ámbito de 
aplicación del V Convenio Colectivo para 
el Personal Laboral de dicha comunidad.  
 
Se denuncia infracción la del art. 39.4 
del V Convenio Colectivo para el 
personal laboral del Principado de 
Asturias, así como el acuerdo de su 
comisión paritaria de 18 de mayo de 
2011 y el Decreto 22/1993, de 29 de 
abril, sobre provisión de puestos 
singularizados, para sostener que no 
deben valorarse los méritos específicos 
obtenidos en un puesto en comisión de 
servicios superior a dos años, lo que 
debería de haber llevado a la inclusión 

de esta circunstancia en la base tercera 
de la convocatoria que es objeto de 
impugnación. Pretensión que no debe 
ser acogida porque no hay ninguna base 
o apoyo legal que justifique esa 
limitación temporal a la hora de valorar 
los méritos que pudieren resultar del 
desempeño de un cargo en comisión de 
servicios.  
 
También se plantea la cuestión referida 
al puesto no 34 de Director/a Guardería 
Infantil Roces, para el que se excluye el 
requisito del título de maestro o maestra 
con la especialización de educación 
infantil o el título de grado equivalente, 
que el art. 20.1 del Decreto 27/2015, de 
15 de abril, exige en los centros que 
imparten el primer ciclo de educación 
infantil, que también se desestima 
porque la denominada Jardín de Infancia 
Roces no está reconocida como escuela 
de educación infantil, a diferencia de los 
otros tres centros que en el mismo se 
mencionan.  
 
 

RECARGO DE 
PRESTACIONES 

STS 12/12/2019. Ir al texto 
 

Roj: STS 4335/2019 - ECLI: ES: TS: 
2019: 4335  
No de Recurso: 2735/2017  
No de Resolución: 863/2019   
 
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA  
 
Resumen: Recargo de prestaciones: no 
procede la minoración (al 40 ) del 
recargo en las prestaciones de 
Seguridad Social derivadas del 
fallecimiento por enfermedad profesional 
de trabajador, que en la instancia había 
sido estimado en el porcentaje del 50%. 
La adopción de algunas medidas de 
seguridad, como la adopción unilateral 
de un criterio de concentración de fibras 
de amianto (Registro de datos de 1978 a 
1996) y realización de reconocimientos 

http://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/c3e360866c008a24/20200205
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médicos específicos- "ciertamente 
insuficientes", y claramente ineficaces en 
orden a la obligación preventiva y de 
seguridad que el empresario tenía hacia 
su trabajador, no justifica la reducción 
del 50 al 40% en el porcentaje del 
recargo.  
 
 

SUCESIÓN DE 
EMPRESAS 

STS 12/12/2019. Ir al texto 
 

Roj: STS 4319/2019 - ECLI: ES: TS: 
2019: 4319  
No de Recurso: 3895/2017  
No de Resolución: 865/2019  
 
Ponente: SEBASTIAN MORALO 
GALLEGO  
 
Resumen: Sucesión de empresas: una  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

empresa que adquiere la unidad 
productiva de otra empresa concursada, 
en virtud de adjudicación en el seno del 
procedimiento concursal, responde de 
las obligaciones laborales de la 
transmitente que se encuentran 
pendientes de cumplimiento. Sin que sea 
óbice para alcanzar esa solución la 
circunstancia de que el Auto de 
adjudicación dictado por el Juez 
Mercantil hubiere ganado firmeza al no 
ser recurrido por ninguna de las partes, 
lo que no puede operar en contra de los 
trabajadores individuales no personados 
en el procedimiento concursal que 
carecen de la posibilidad de impugnar 
esa resolución, que por este motivo no 
despliega efectos de cosa juzgada frente 
a los mismos conforme al art. 222.4 
LEC, lo que les habilita para accionar 
ante el orden social de la jurisdicción en 
solicitud del reconocimiento de los 
efectos jurídicos derivados de una 
situación de sucesión de empresa 
conforme a lo dispuesto en el art. 44 ET 
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JURISPRUDENCIA 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos 

 

 
 

 

 
 
 
DERECHO A UN PROCESO JUSTO  

STEDH 14/01/2019 Caso Lazarevic c. Bosnia y Herzegovina. Ir al texto 
 

Resumen: Derecho a un proceso justo (art.6.1 CEDH). Vulneración existente.  
 
El caso trata sobre la denuncia del demandante de que un juez que había contribuido a su la 
condena en dos juicios interrelacionados no puede considerarse imparcial. 
 
El TEDH resuelve que, aparte de las supuestas similitudes entre los dos juicios, en los que el 
demandante fue acusado de delitos financieros, no hubo razones objetivas que justificaran 
dudas sobre la imparcialidad de uno de los jueces en ejercicio. De hecho, él había tratado de 
abstenerse,  pero su solicitud había sido rechazada por una decisión razonada 
 
 
STEDH 18/02/2020. Caso Cernius y Rinkevicius c. Lituania. Ir al texto 

 
Resumen: Derecho a un proceso justo (art.6.1 CEDH); Vulneración existente.  
 
El caso trata sobre a la negativa de los tribunales nacionales a reembolsar los costos legales 
soportados por los demandantes durante litigios contencioso administrativos. 
 
En 2015, los demandantes, que eran gerentes de una empresa que presta servicios de 
seguridad en Lituania y Letonia, fueron multados con 500 euros (EUR) cada uno por la 
Inspección de Trabajo del Estado por no exponer públicamente los horarios de trabajo de los 
empleados. Los demandantes impugnaron las multas ante los tribunales y ganaron. 
 
Cuando el bufete de abogados que los había representado en los conflictos laborales les 
facturó 1.169 euros y 837 EUR, respectivamente, los demandantes iniciaron nuevos 
procedimientos judiciales en busca de indemnización por daño material debido a los costos 
de su representación legal. Los tribunales inferiores desestimaron sus pretensiones por 
infundadas y apelaron, argumentando que hubieran podido optar por  pagar la multa en lugar 
de elegir defender sus derechos ante la Corte, lo que les ha supuesto una mayor pérdida 
financiera a la larga. El Tribunal Supremo Administrativo finalmente confirmó las decisiones 
de los tribunales inferiores, considerando que las acciones de la inspección del trabajo no 
habían sido ilegales. 
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Los solicitantes se quejaron de la negativa de los tribunales nacionales al reembolso de las 
costas procesales después de un litigio exitoso, arguyendo  que habían sido colocados en 
peor situación que si hubieran escogido no defender sus derechos ante los tribunales. El 
TEDH concluye que hay violación del art.6.1 CEDH en ambos casos.  
 

DERECHO DE PROPIEDAD  

STEDH 11/02/2020, Caso Seiko c. Lituania. Ir al texto 

 
Resumen: Derecho de propiedad. Violación inexistente. (art.1 Protocolo 1º CEDH). 
 
El caso trata sobre la denuncia de que los importes de la indemnización por daños fueron 
detraídos de su pensión de jubilación.  
 
En diciembre de 2014, el Tribunal de Distrito de la Región de Kretinga impuso a la 
demandante una pena de prisión suspendida por dos años y medio y le ordenó pagar 
aproximadamente 5.900 euros (EUR) por daños a la familia que vivía en el departamento de 
encima del suyo tras ser declarada culpable de acosarlos   
 
Los tribunales nacionales desestimaron sus apelaciones contra esa decisión. 
 
Con el fin de cubrir la indemnización, los agentes judiciales confiscaron una pequeña parcela 
de tierra y acordaron con la seguridad social que se realizasen pagos de sumas que van 
desde 20 a 24 euros, que se le retendrían  de su pensión mensual, que ascendió a unos 123 
euros, entre enero de 2017 y marzo de 2019. 
 
La Sra. Šeiko se quejó de que reducir su pensión en aproximadamente un quinto para pagar 
los daños fue ilegal y le generó dificultades considerables. El Tribunal examinó la queja de la 
Sra. Šeiko de conformidad con el artículo 1 del Protocolo núm. 1 (protección de la propiedad) 
del Convenio Europeo sobre los Derechos Humanos 
 
Derechos y concluyó que no hubo violación del art.1 del Protocolo nº 1 CEDH:  
 

DERECHO A LA VIDA PRIVADA 

STEDH 04/02/2020. Caso Kruglov y otros c. Rusia. Ir al texto 
 
Resumen: Derecho a la vida privada (art.8 CEDH): Violación existente.  
 
El caso trata sobre los  registros policiales de las casas y oficinas de los demandantes, que 
eran abogados ejercientes o de sus clientes. 
 
Los registros en las 16 demandas se llevaron a cabo en varias fechas entre 2003 y 2016. 
Todos excepto dos de los registros se hicieron mediante autorización judicial. En algunas de 
los registros las autoridades confiscaron elementos como computadoras, discos duros o 
documentos. 
 
Los demandantes denunciaron que los registros de sus hogares u oficinas y la incautación de 
dispositivos electrónicos que contienen información personal o documentos cubiertos por el 
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secreto profesional violaron el Artículo 8 (derecho al respeto de la vida privada y familiar, el 
hogar y el correspondencia). 
 
Basándose en particular en el artículo 1 del Protocolo n° 1 (protección de la propiedad) del 
CEDH, los demandantes en seis demandas se quejaron de la incautación y la retención 
continua de sus dispositivos de almacenamiento de datos. 
 
Infracción del artículo 8 - respecto de 22 solicitantes. 
 
Violación del Artículo 1 del Protocolo No. 1 - respecto de 11 solicitantes. 
 

LIBERTAD DE ASOCIACIÓN 

STEDH 04/02/2020. Caso Süleyman Çelebi y otros c. Turquía. Ir al texto 
 

Resumen: Libertad de asociación (art.11 CEDH): (núms. 22729/08 y 10581/09)  
 
El caso trata sobre los enfrentamientos entre las fuerzas de seguridad y los manifestantes el 
1 de mayo de 2007 durante una manifestación en la plaza Taksim en Estambul. 
 
Los demandantes son, en primer lugar, un sindicato (la Confederación de Sindicatos de 
Trabajadores Revolucionarios, "El DISCO") y, en segundo lugar, ocho ciudadanos turcos, 
incluido Süleyman Çelebi (Presidente del DISCO). 
 
Basándose en particular en el artículo 11 (libertad de reunión y asociación), los demandantes 
denunciaron la intervención de las fuerzas de seguridad. 
 
En una sentencia de 12 de diciembre de 2017, el Tribunal determinó que hubo una violación 
del artículo 11 por razón de la dispersión de la manifestación. También decidió otorgar a 
Süleyman Çelebi, Musa Çam, Adnan Serdaroğlu, Kamer Aktaş, Celal Ovat, Ali Rıza 
Küçükosman, Gençay Gürsoy, Arzu Çerkezoğlu y el sindicato  DISK  de 7.500 euros cada 
uno por daños inmateriales. 
 
Por carta recibida por el Registro el 19 de diciembre de 2018, el representante de los 
demandantes informó al Tribunal de Justicia que el Sr. Aktaş había muerto el 3 de febrero de 
2009 y, por lo tanto, solicitó una revisión del juicio. En su sentencia de hoy, el TEDH revisa su 
sentencia de 12/12/2017 y mantiene que el Estado demandado ha de pagar 7500 
conjuntamente a los sucesores del demandante difunto: Fatma Aktaş, Aslıhan Aktaş, 
Nagihan, Aktaş (Aslan), Pınar Aktaş (Erat), and Hilal Aktaş for non-pecuniary damage. 
 

 

PROHIBICIÓN DE EXPULSIONES COLECTIVAS 

STED 13/02/2020. Caso N.D y NT c. España (Gran Sala). Ir al texto 
Devolución inmediata y forzosa de personas extranjeras desde una frontera terrestre, tras un 
intento de un gran número de ellas de cruzarlo de manera no autorizada y en masa: Violación 
inexistente.  
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Hechos: en agosto de 2014, un grupo de varios cientos de personas migrantes del África 
subsahariana, incluidos los demandantes, intentaron entrar en España escalando las vallas 
que rodean la ciudad de Melilla, un enclave español en la costa del norte de África. Tan 
pronto como cruzaron las vallas, fueron detenidos por miembros de la Guardia Civil, quienes 
supuestamente los esposaron y los llevaron de regreso al otro lado de la frontera. Según los 
informes, los solicitantes no se sometieron a ningún procedimiento de identificación y no 
tuvieron la oportunidad de explicar sus circunstancias personales. Posteriormente lograron 
entrar a España sin autorización y se emitieron órdenes para su expulsión. Sus recursos 
administrativos fueron desestimados, al igual que la solicitud de asilo presentada por uno de 
ellos. 
 
En una sentencia de 3 de octubre de 2017 (véase la Nota de información 211), una Sala de la 
Corte sostuvo por unanimidad que había habido una violación del Artículo 4 del Protocolo No. 
4 debido a la falta de un examen individualizado de la situación de cada uno de los 
solicitantes, y una violación del artículo 13 del Convenio en relación con el artículo 4 del 
Protocolo núm. 4. 
 
El 29 de enero de 2018, el caso fue remitido a la Gran Cámara a solicitud del Gobierno. 
 
Fundamentos jurídicos- Artículo 4 del Protocolo No. 4 
 
a) Aplicabilidad: se solicitó por primera vez al Tribunal que abordara la cuestión de la 
aplicabilidad del artículo 4 del Protocolo núm. 4 a la devolución inmediata y forzosa en una 
frontera terrestre de personas extranjeras, tras un intento de un gran número de migrantes 
para cruzar esa frontera de manera no autorizada y en masa. Como el Gobierno sostuvo que 
el caso de los demandantes se refería a una denegación de admisión en territorio español en 
lugar de una expulsión, el Tribunal tuvo que determinar si el concepto de "expulsión" también 
abarcaba la no admisión de extranjeros en la frontera de un Estado Contratante o - respecto 
de los Estados pertenecientes al espacio Schengen - en una frontera exterior de esa área, 
según sea el caso. 
 
El TEDH no se había pronunciado previamente sobre la distinción entre la no admisión y la 
expulsión de extranjeros, y en particular de los migrantes o solicitantes de asilo, que estaban 
dentro de la jurisdicción de un Estado que los sacaba por la fuerza de su territorio. Para las 
personas en peligro de malos tratos en el país de destino, el riesgo era el mismo en ambos 
casos, a saber, el de ser víctimas de dicho tratamiento. El examen de los materiales de 
derecho internacional y de la Unión Europea apoyó la opinión del Tribunal de que la 
protección de la Convención, que debía interpretarse de manera autónoma, no podía 
depender de consideraciones formales. El enfoque opuesto implicaría serios riesgos de 
arbitrariedad, en la medida en que las personas con derecho a protección bajo la Convención 
podrían verse privadas de dicha protección, por ejemplo, al no haber cruzado la frontera del 
Estado legalmente, no podrían presentar una reclamación válida. Para protección bajo la 
Convención. La preocupación legítima de los Estados por frustrar los intentos cada vez más 
frecuentes de eludir las restricciones de inmigración no podría llegar a hacer ineficaz la 
protección que brinda la Convención, y en particular el Artículo 3, que abarcaba la prohibición 
de devolución en el sentido de la Convención de Ginebra. en relación con el estado de los 
refugiados. 
 
Estas razones llevaron a la Corte a interpretar el término "expulsión" en el significado 
genérico en uso actual ("alejarse de un lugar"), en referencia a cualquier expulsión forzosa de 
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un extranjero del territorio de un Estado, independientemente de la legalidad de la estancia 
de la persona, el tiempo que pasó en el territorio, el lugar donde fue detenido, su condición de 
migrante o solicitante de asilo y su conducta al cruzar la frontera. Como resultado, se 
concluyó que el artículo 3 del Convenio y el artículo 4 del Protocolo núm. 4 se aplican a 
cualquier situación que se encuentre dentro de la jurisdicción de un Estado contratante, 
incluidas las situaciones o puntos en el tiempo en que las autoridades del Estado en cuestión 
aún no se ha examinado la existencia de motivos que dan derecho a las personas 
interesadas a reclamar protección en virtud de esas disposiciones. En opinión del Tribunal, 
estas consideraciones, que formaron la base de sus recientes sentencias en Hirsi Jamaa y 
otros, Sharifi y otros y Khlaifia y otros, en relación con los solicitantes que habían intentado 
ingresar al territorio de un Estado por mar, no habían perdido nada de su relevancia. Por lo 
tanto, no había razón para adoptar una interpretación diferente del término "expulsión" con 
respecto a los traslados forzosos del territorio de un Estado en el contexto de un intento de 
cruzar una frontera nacional por tierra. 
 
En el presente caso, los miembros de la Guardia Civil habían sacado a los solicitantes del 
territorio español y los habían devuelto por la fuerza a Marruecos, contra su voluntad y 
esposados.  Por tnato, hubo una expulsión en el sentido del art.4 del Protocolo nº 4. 
 
b) Fondo del asunto: si bien el artículo 4 del Protocolo núm. 4 exigía a las autoridades 
estatales que se aseguraran de que cada uno de las personas extranjeras en cuestión tuviera 
una posibilidad real y efectiva de presentar alegaciones en contra de su expulsión, la propia 
conducta del demandante fue un factor relevante para evaluar la protección que se dispensa 
en virtud de esa disposición. Según la jurisprudencia reiterada del Tribunal, no hay violación 
del artículo 4 del Protocolo núm. 4 si la falta de una resolución de expulsión individual es 
consecuencia de la propia conducta del demandante. En particular, la falta de cooperación 
activa con el procedimiento para llevar a cabo un examen individual de las circunstancias de 
los demandantes había llevado al TEDH a concluir que el Gobierno no podía ser considerado 
responsable por el hecho de que no se llevase a cabo dicho examen. En opinión del TEDH, 
el mismo principio ha de aplicarse también a situaciones en las que la conducta de las 
personas que cruzan una frontera terrestre de manera no autorizada, consiste en 
aprovecharse deliberadamente de su gran número y utilizar la fuerza, de forma tal que llegue 
a crearse una situación claramente disruptiva que sea difícil de controlar y ponga en peligro la 
seguridad pública. 
 
En este contexto, sin embargo, el Tribunal atribuiría una importancia considerable a si, en las 
circunstancias del caso particular, el Estado demandado había proporcionado un acceso 
genuino y efectivo a los medios de entrada legal, en particular los procedimientos fronterizos. 
Cuando el Estado demandado haya proporcionado dicho acceso pero el demandante no lo 
había utilizado, el Tribunal tuvo que considerar, en el contexto del caso en cuestión y sin 
perjuicio de la aplicación de los artículos 2 y 3 del Convenio, si han sido razones 
convincentes que impiden que la persona en cuestión lo haga, sobre la base de hechos 
objetivos de los cuales fue responsable el Estado demandado. 
 
Los medios de entrada legal tenían que permitir que todas las personas que se enfrentaban a 
la persecución presentaran una solicitud de protección, basada en particular en el artículo 3, 
en condiciones que garantizaran que la solicitud se procesara de manera compatible con las 
normas internacionales. En el contexto del presente caso, la implementación del Código de 
fronteras Schengen presupuso la existencia de un número suficiente de puntos de cruce 
fronterizo. En ausencia de acuerdos apropiados, los Estados podrían rechazar la entrada a 
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su territorio; esto puede hacer que sean ineficaces todas las disposiciones de la Convención 
diseñadas para proteger a las personas que afrontan un riesgo genuino de persecución. 
 
Sin embargo, cuando tales acuerdos existan y aseguren el derecho a solicitar protección bajo 
la Convención, y en particular el Artículo 3, de manera real y efectiva, la Convención no 
impide a los Estados, en el cumplimiento de su obligación de controlar las fronteras, exigir 
solicitudes para que dicha protección se presente en los pasos fronterizos existentes. En 
consecuencia, pueden negar la entrada a su territorio a los extranjeros, incluidos los posibles 
solicitantes de asilo, que no hayan cumplido, sin razones convincentes, con esos requisitos al 
intentar cruzar la frontera en un lugar diferente, especialmente, como había sucedido en este 
caso, aprovechando su gran número y utilizando la fuerza en el contexto de una operación 
que se había planificado de antemano. 
 
La ley española había brindado a los demandantes varios medios posibles para solicitar la 
admisión en el territorio nacional. Se estableció que el 1 de septiembre de 2014, poco 
después de los acontecimientos del presente caso, las autoridades españolas habían 
establecido una oficina para registrar las solicitudes de asilo en el paso fronterizo 
internacional de Beni Enzar. Además, incluso antes de la creación de esa oficina, no solo 
había existido la obligación legal de aceptar solicitudes de asilo en ese punto fronterizo, sino 
también una posibilidad real de presentar dichas solicitudes. 
 
Los demandantes no hicieron uso de dicha posibilidad con el fin de presentar razones contra 
su expulsión de manera adecuada y legal. Solo la ausencia de razones convincentes 
basadas en hechos objetivos de los cuales el Estado demandado era responsable y que 
impiden el uso de esa vía legal podría llevar a que esto se considere como la consecuencia 
de la propia conducta de los demandantes, lo que justifica el hecho de que los guardias de 
fronteras españoles no procedieran a identificarlos individualmente. El Tribunal no está 
convencido de que los tuvieran razones convincentes para no utilizar el paso fronterizo de 
Beni Enzar. En el presente caso, incluso suponiendo que hubieran existido dificultades para 
acercarse físicamente al punto de cruce en el lado marroquí, no se ha establecido ninguna 
responsabilidad del Gobierno demandado por esa situación. Esta conclusión fue suficiente 
para que la Corte concluyera que no hubo violación del Artículo 4 del Protocolo No. 4 en el 
presente caso.  
 
El Tribunal tomó nota de la argumentación del Gobierno en el sentido de que, además de 
permitir un acceso real y efectivo al territorio español en el paso fronterizo de Beni Enzar, los 
demandantes podrían haber solicitado un visado o protección internacional en las 
representaciones diplomáticas y consulares de España, en sus países de origen o tránsito o 
en Marruecos. Concretamente, si los demandantes hubieran deseado obtener dicha 
protección, podrían haber viajado fácilmente al consulado español en Nador, que estaba 
cerca del lugar donde se había producido el asalto de las vallas fronterizas. No habían 
ofrecido ninguna explicación al Tribunal de por qué no lo habían hecho. En particular, ni 
siquiera alegaron que se les hubiera impedido hacer uso de esas posibilidades. En cualquier 
caso, los representantes de los demandantes no han  indicado el más mínimo fundamento 
concreto de hecho o de derecho que, según el derecho internacional o nacional, hubiera 
impedido la expulsión de los demandantes si hubieran sido registrados individualmente. 
Además, las quejas de los demandantes en virtud del artículo 3 habían sido declaradas 
inadmisibles por la Cámara. 
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En consecuencia, de conformidad con su jurisprudencia establecida, el Tribunal ha 
considerado  que la falta de resoluciones individuales de expulsión puede atribuirse al hecho 
de que los demandantes, si realmente querían  hacer valer sus derechos en virtud del CEDH, 
no hicieron uso en los puntos de entrada oficiales de procedimientos existentes para ese 
propósito, y por la falta de resoluciones individuales de expulsión, fue consecuencia de su 
propia conducta. 
 
Sin embargo, el Tribunal especificó que esta conclusión no pone en duda el amplio consenso 
dentro de la comunidad internacional con respecto a la obligación y la necesidad de que los 
Estados contratantes protejan sus fronteras, ya sea sus propias fronteras o las fronteras 
externas del espacio Schengen, de forma que cumplan con las garantías del CEDH y en 
particular con la obligación de no devolución. 
 
Conclusión: no violación (por unanimidad). 
 
El Tribunal también sostuvo, por unanimidad, que no hubo violación del artículo 13 en 
relación con el artículo 4 del Protocolo núm. 4, debido a que la falta de un procedimiento de 
expulsión individualizado había sido consecuencia de la propia conducta de los demandantes 
y que la reclamación de los demandantes sobre los riesgos que podían enfrentar en el país 
de destino había sido desestimada al inicio del procedimiento. 
 
 

Tribunal Superior de Justicia de 
Cataluña 

 
Relación Laboral. Prostitución 

STSJ CAT nº 5388/2019, de 11 de noviembre. RS 3647/2019. Ponente Sr. PRECIADO 
DOMÈNECH. Ir al texto 
 
Brasileño sin permiso de trabajo que se dedicaba a la actividad de masajista y a prestar 
servicios sexuales en un centro, con obligación de limpieza de instalaciones al finalizar su 
servicio. Interpone demanda por despido tácito al hallarse cerrado el local después de un 
período de vacaciones. El juzgado de lo social declara la existencia de relación laboral y 
califica la extinción como improcedente.  
 
Instado recurso por la empresa, la sala lo estima. A dichos efectos se hace en la sentencia 
un exhaustivo análisis del régimen jurídico regulador del trabajo penal, tanto en el ámbito 
penal (ONU, Consejo de Europa, UE y derecho español), como privado (UE y normativa 

https://drive.google.com/open?id=1wPiRVT5Qf_fQ3D-1MH91KK-SX505flbL
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española), para pasar a continuación al estudio de la doctrina judicial al respecto (TJUE, 
TEDH, TS –salas penal y social-, AN y TTSJ Cataluña y Galicia). En aplicación de ese 
acerbo jurídico la sala considera que las actividades de limpieza de habitaciones y masaje 
eran accesorias a la principal –la prostitución-. De ahí que, aun concurriendo las notas de 
dependencia y ajenidad propias del contrato de trabajo, no pueda existir relación laboral, al 
ser el objeto del vínculo contractual ilícito, lo que excluye la existencia de un despido. Sin 
embargo, la sala indica obiter dicta que nada impide la posibilidad de que las personas que 
se ejerzan dicha actividad bajo la dependencia de otros puedan acudir a la vía de tutela de 
derechos fundamentales en el orden social, a fin de obtener una indemnización 
compensatoria por la vía del art. 183.2 LRJS. Se afirma en ese sentido: “la sumisión de la 
prostitución a relación laboral, en tanto que entraña la vulneración de los derechos 
fundamentales de la persona trabajadora, no puede quedar indemne, y la indemnización 
que se fije por los Tribunales ha de contribuir a prevenir el daño, de forma que dicha 
indemnización habría de resultar, como mínimo, de igual cuantía que la que correspondería 
en su caso por despido, incluidos los salarios de trámite. Lo contrario, desde luego, no 
contribuiría en modo alguno a la finalidad de prevenir el daño, como impone el art.183.2 
LRJS y seguiría incentivándose el uso del contrato de trabajo para la realización de unos 
servicios que en nuestro ordenamiento sólo pueden realizarse por cuenta propia y en 
régimen de absoluta libertad y no subordinación”. 
 
 

Extinción del contrato de trabajo por absentismo 
justificado 

STSJ CAT nº 274/2020, de 17 de enero. RS 5532/2019. Ponente Sr. PRECIADO 

DOMÈNECH. Ir al texto 

 
Se trata de un despido por la vía del art. 52 d) ET, declarado procedente por el juzgado de 
lo social, al cumplirse los requisitos legales, superándose los porcentajes. La sala estima el 
recurso. A dichos efectos se parte de un análisis de la reciente STC 118/2019, 
constatándose que ante la alegación efectuada por el Juzgado de lo Social núm. 26 que 
instó la cuestión de inconstitucionalidad respecto la posible vulneración del art. 6 del 
Convenio 158 OIT, el TC recordó su ya anterior doctrina respecto a que era incompetente 
para hacer el control de convencionalidad, recayendo dicha actividad en los órganos 
judiciales. Pues bien, la sentencia analiza el contenido del Convenio 158 OIT y la 
interpretación efectuada del mismo por la Comisión de Expertos de Convenios y 
Recomendaciones, del Convenio 155, de la Carta Social Europea, del Convenio Europeo 
de Derechos Humanos y de la doctrina del TEDH (sin referencia a la STJUE Ruiz 
Conejero), para pasar a continuación a constatar –en relación al voto particular de la STC 
de la magistrada Balaguer- que la figura del despido por absentismo injustificado es 
susceptible de tener un efecto negativo desde la perspectiva de género, indicándose que 
también cabe valorar a este respecto la Convención sobre eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer. De todo ello se difiere que de dichas normas y tratados 
internacionales se difiere la necesidad de existencia de una causa justificada, de una 
adecuada prevención de riesgos laborales y de discriminación por razón de género, 
alcanzándose la conclusión –desde la perspectiva del control de convencionalidad- de que 
el art. 52 d) vulnera los citados preceptos internacionales, lo que lleva a la declaración de 
improcedencia del despido. 

https://drive.google.com/open?id=1uf1wL-RAmaxhVYEzuhd4Gg3Dn7tdX-7g
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Juzgados de lo Social 
 

 
 

 
 

Responsabilidad empresarial en accidente aéreo 
por incumplimiento de obligaciones preventivas.  

Juzgado de lo social nº 15 de Madrid. Sentencia de 20 de enero de 2020, 
Accidente aéreo. Ir al texto 

 
Responsabilidad empresarial en accidente aéreo. Alcanza a la navegación aérea, 
conjugando sus especificas circunstancias, la “deuda de seguridad” establecida en el 

contrato de trabajo con especial énfasis en la prevención. Indemnización por fallecimiento 
de tripulantes de cabina.  
Se considera atendida con los importes satisfechos por coberturas de pólizas suscritas por 

la compañía aérea y se amplía respecto a allegada con especial vinculación. 
 

Despido Disciplinario 

Juzgado de lo Social 34 de Madrid. Sentencia de 21 de febrero de 2020. Ir al texto 
 

El Juzgado de lo Social nº 34 de Madrid, tras declarar la improcedencia del despido del 
trabajador, le anuda como consecuencia legal la readmisión del despedido, con el abono de 

salarios de tramitación y de una indemnización disuasoria, sin perjuicio de reservar al actor 
las acciones que quisiera ejercitar por una eventual diferencia entre lo percibido y el 
importe de los daños y perjuicios efectivamente sufridos. Funda tal decisión en la nulidad 

de al artículo 56 del ET, por su falta de acomodación con los artículos 4, 9.1 y 10 del 
Convenio 158 de la OIT, y con base en la vigencia material del artículo 24 de la Carta Social 
Europea Revisada y la doctrina interpretativa fijada por el Comité Europeo de Derechos 

Sociales. 
 
 

https://drive.google.com/open?id=1udxa7cNtmjjs_VYuU5_qzuJYcGw7STCU
https://drive.google.com/open?id=1alQWnOhS9lPVg5YHrYnaYAw08QtHnUCG
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Principios de interpretación y de aplicación   

Juzgado de lo social nº 15 de Madrid. Sentencia de 15 de enero de 2020. Ir al 
texto. 

 
Planteamiento de oficio de afectación constitucional. Práctica resarcitoria de procesos de 

incapacidad temporal respecto a personal con prestación de servicios a tiempo parcial en 
fines de semana y festivos. Discriminación indirecta 
 
 
 
 
 
 
 
 

  

http://jpdsocial.blogspot.com/
http://jpdsocial.blogspot.com/
https://drive.google.com/open?id=1r1uNcZQUPbJTxWMn5cAwLQd3R3kCZpGa
https://drive.google.com/open?id=1r1uNcZQUPbJTxWMn5cAwLQd3R3kCZpGa
http://jpdsocial.blogspot.com/
http://jpdsocial.blogspot.com/
http://jpdsocial.blogspot.com/
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ORGANIZACIÓN 
INTERNACIONAL DEL 
TRABAJO 

 
 

OIT NEWS 
 
OIT: Un leve aumento del desempleo en América Latina y el Caribe, que podría 
empeorar en 2020 
Una leve alza del desempleo a 8,1% marca un Panorama Laboral que no es positivo, y 
que podría empeorar en 2020 si el crecimiento económico continúa siendo débil, dice el 
informe anual de la Oficina Regional de la OIT para América Latina y el Caribe. Más de 
25 millones buscan empleo y no lo consiguen en una región donde crecen las 
demandas de mayores oportunidades e igualdad. Ir al texto 
 
Es imperioso actuar para resolver la pobreza y las desigualdades que padecen los 
pueblos indígenas. 
Treinta años después de la adopción del único Convenio internacional sobre los 
derechos de los pueblos indígenas, un nuevo informe de la OIT concluye que siguen 
teniendo más probabilidades de ser pobres y de afrontar dificultades particulares en el 
mundo del trabajo. Ir al texto 

 
Los nuevos datos sobre las ocupaciones en Ciencia, Tecnología, Ingeniería y 
Matemáticas (STEM) revelan el grado en que las mujeres están empleadas en este 
campo en todos los países. Ir al texto 
¿Cuántas mujeres trabajan en STEM?  
Ir a texto 

 
Es necesario contar con información fidedigna sobre la discapacidad en el trabajo  
Ir a texto 
 
 

 
 

ADMINISTRACIÓN DEL 
TRABAJO Y SEGURIDAD 

SOCIAL 
 

http://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/lang--es/index.htm
https://www.ilo.org/americas/sala-de-prensa/WCMS_735495/lang--es/index.htm
file:///C:/.%20https/::www.ilo.org:global:about-the-ilo:newsroom:news:WCMS_735626:lang--es:index.htm
https://ilostat.ilo.org/es/2020/02/11/how-many-women-work-in-stem/
https://ilostat.ilo.org/es/2020/02/11/how-many-women-work-in-stem/
https://www.ilo.org/global/about-the-ilo/newsroom/news/WCMS_736579/lang--es/index.htm
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MINISTERIO EMPLEO Y SEGURIDAD SOCIAL 
 
El Gobierno propone cambios normativos para que Inspección pueda intervenir en los 
asentamientos denunciados por la ONU. Ir al texto 

 
La Seguridad Social concedió 3.782 prestaciones para cuidado de hijos con cáncer o 
enfermedad grave en 2019, un 18,5% más que el año anterior. Ir al texto 
 
La nómina de pensiones contributivas se sitúa en 9.872,3 millones de euros en febrero. 
Ir al texto 
 
 

CALENDARIO ESTADÍSTICO 
 
Encuesta de población activa. Media anual de los cuatro trimestres. Ir a texto 
 
 ndices de Precios de Exportación (IPRIX) y de Importación (IPRIM) de Productos 
Industriales. Base 2015      
Noviembre 2019. Datos provisionales  
La tasa de variación anual del IPRIX se sitúa en el –0,7 , dos décimas por encima de 
la registrada en el mes de octubre  
La tasa de variación anual del IPRIM es del –2,3 , tres décimas por encima de la del 
mes anterior  
 
Estadística de procedimiento concursal. Ir a texto 
 
Índices de cifras de negocios en la industria. Ir a texto 
 
Índices de Entradas de pedidos en la industria. Ir a texto 
 
Indicadores de actividad del sector servicios. Ir a texto 
 

 ndice de Precios de Consumo (IPC). Base 2016 
 ndice de Precios de Consumo Armonizado (IPCA). Base 2015 Enero 2020. Ir al texto 

Principales resultados  
 

  La tasa de variación anual del IPC en el mes de enero es del 1,1 , tres décimas 
superior a la registrada el mes anterior.  

  La tasa anual de la inflación subyacente se mantiene en el 1,0 .  

  La variación mensual del índice general es del –1,0%.  

  El  ndice de Precios de Consumo Armonizado (IPCA) sitúa su tasa anual en el 1,1 , 
tres décimas por encima de la del mes de diciembre.  

  El INE publica hoy el primer  ndice de Precios de Consumo que sustituye algunos de 
los precios que recogía en establecimientos por la información procedente de las bases 
de datos de empresas.  
 

 
 

http://www.empleo.gob.es/es/index.htm
http://prensa.mitramiss.gob.es/WebPrensa/noticias/ministro/detalle/3721
http://prensa.mitramiss.gob.es/WebPrensa/noticias/seguridadsocial/detalle/3720
http://prensa.mitramiss.gob.es/WebPrensa/noticias/seguridadsocial/detalle/3732
http://www.ine.es/daco/daco41/calen.htm
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176918&menu=resultados&secc=1254736195128&idp=1254735976595
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736177018&menu=ultiDatos&idp=1254735576550
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736148782&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736148149&menu=ultiDatos&idp=1254735576715
https://www.ine.es/dyngs/INEbase/es/operacion.htm?c=Estadistica_C&cid=1254736176863&menu=ultiDatos&idp=1254735576778
https://www.ine.es/daco/daco42/daco421/ipc0120.pdf
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CARTA SOCIAL 
EUROPEA: 

ARTÍCULOS Y 
JURISPRUDENCIA 

DEL COMITÉ 
EUROPEO DE 

DERECHOS 
SOCIALES 

 
Digesto de la carta social 
europea 2018. Partes I, II, III, IV. 
 
 

Traducido por Carlos Hugo PRECIADO DOMÈNECH 
Magistrado especialista del Orden Social. Doctor en Derecho 

 

Artículo 5 Libertad sindical 
 
Todos los trabajadores tienen derecho a asociarse libremente a organizaciones 
nacionales o internacionales para la protección de sus intereses económicos y sociales. 
Con el fin de garantizar o promover la libertad de los trabajadores y empresarios 
para establecer organizaciones locales, nacionales o internacionales para la 
protección de sus intereses económicos y sociales y para unirse a estas 
organizaciones, las Partes Contratantes se comprometen a que la legislación 
nacional no atente, ni sea aplicada de forma que atente contra dicha libertad. La 
medida en que las garantías previstas en este artículo se apliquen a la policía 
vendrá determinada por la ley o reglamentación nacional. El principio de la 
aplicación de estas garantías a los miembros de las fuerzas armadas y la medida  
en que se apliquen a esta categoría de personas también estarán previstos por la 
ley o las reglamentaciones nacionales. 
 
El artículo 5 garantiza la libertad de asociación de trabajadores y empresarios. Esta 
libertad concierne no solo a los trabajadores activos, sino también a cualquiera que 
disfrute de los derechos adquiridos a través del trabajo (pensionistas, desempleados)1 . 
 

                                                
1
 Conclusiones XVII-1 (2004), Polonia 
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Constitución de sindicatos y organizaciones de empleadores. 

 
Los sindicatos y las organizaciones de empleadores deben ser libres de constituirse sin 
autorización previa y los trámites para la creación (entre otros la declaración, el 
registro) deben ser simples y fáciles de cumplir.2 
 
Si han de abonarse tarifas por  registro o constitución, deben ser razonables y estar 
destinadas únicamente a cubrir los costos administrativos estrictamente necesarios3.4 
 
Una condición relativa a un número mínimo de miembros cumple con el Artículo 5, si 
este número es razonable y no impide la creación de organizaciones5. 
 
Los sindicatos y las organizaciones empresariales deben ser libres de organizarse y 
unirse a organizaciones internacionales similares6. Por lo tanto, un Estado parte no 
puede limitar el nivel al que se les permitiría organizarse. 
 
La legislación nacional también debería asegurar el derecho de acceso a un tribunal, 
para garantizar el respeto de todos estos derechos7. 
 
Libertad para afiliarse o no afiliarse 
 
Los trabajadores deben ser libres no solo para afiliarse, sino también para no afiliarse a 
un sindicato8. 
 
La legislación nacional debe garantizar el derecho de los trabajadores a afiliarse a un 
sindicato y establecer sanciones y acciones efectivas frente al incumplimiento de dicha 
normativa. Los afiliados al sindicato deben estar protegidos de cualquier consecuencia 
perjudicial que su afiliación o sus actividades puedan tener sobre su empleo y, en 
particular, cualquier forma de represalia y discriminación en los ámbitos de 
contratación, despido, promoción basada en su afiliación a un sindicato o su actividad 
sindical9. En caso de violación de la prohibición de discriminación, la legislación 
nacional debe prever una indemnización suficiente y proporcionada  al daño sufrido por 
la víctima10. 
 
Además, ningún trabajador puede ser obligado a afiliarse o permanecer a un sindicato. 
Cualquier forma de afiliación obligatoria en un sindicato impuesta por el derecho interno 
es contraria al artículo 511.  
 
La libertad garantizada por el artículo 5 implica que el ejercicio del derecho de afiliación 
de un trabajador a un sindicato resulta de un opción; en consecuencia, este trabajador 
no puede decidirlo bajo la influencia de restricciones que hacen imposible el ejercicio 

                                                
2
 Conclusiones 2010, Georgia 

3
 Conclusiones XV-1 (2000), Reino Unido 

4
 Conclusiones XVI-1 (2002), Reino Unido 

5
 Conclusiones XIII-5 (1997), Portugal 

6
 Conclusiones I (1969), comentario interpretativo sobre el artículo 5 

7
 Conclusiones 2016, Malta 

8
 489 Conclusiones I (1969), comentario interpretativo sobre el artículo 5 

9
 Conclusiones 2010, República de Moldavia 

10
 Conclusiones 2004, Bulgaria 

11
 Conclusiones III (1973), Observación interpretativa del artículo 5 



 

 

 
51 

de esta libertad12. Para hacer cumplir esta libertad, la ley nacional debe prohibir 
claramente cualquier cláusula de monopolio sindical (ya sea anterior o no a la 
(contratación) o seguridad sindical (incluidas las deducciones automáticas del salario 
de todos los trabajadores, sindicalizados o no, destinados a financiar el sindicato 
presente en la empresa)13. En consecuencia, las cláusulas que aparecen en convenios 
colectivos o autorizados por ley, que en la práctica reserva el empleo para los 
miembros de un sindicato dado, es contrario a la libertad garantizada por el artículo 514. 
 
Las mismas reglas se aplican a la libertad de asociación de los empleadores. 
 
Actividades sindicales 

 
Los sindicatos y las organizaciones de empleadores deben ser autónomos en todos los 
asuntos relacionados con su organización y funcionamiento. Los sindicatos tienen 
derecho a elegir sus propios miembros y representantes.15 Los siguientes ejemplos 
constituyen una injerencia contraria al Artículo 5: prohibir la elección o designación de 
representantes sindicales extranjeros, limitar considerablemente el uso que todo 
sindicato puede dar a sus bienes,  limitar significativamente los motivos por los cuales 
un sindicato tiene derecho a tomar medidas disciplinarias contra sus miembros.16 
 
Los sindicatos y las organizaciones de empleadores deben disfrutar de una autonomía 
sustancial con respecto a su estructura interna y su funcionamiento. Tienen derecho a 
ejercer sus actividades de manera efectiva y a formular su programa de acción17. En 
consecuencia, toda injerencia  excesiva del  Estado es contraria al artículo 5.  Idénticas 
reglas se aplican a las organizaciones empresariales. Los líderes sindicales deben 
tener acceso a los lugares de trabajo, y los miembros del sindicato deben poder 
celebrar reuniones dentro de los límites de los intereses del empleador y las 
necesidades de la empresa.18 
 
Representatividad 
 
El derecho interno puede reservar la participación sólo a los sindicatos representativos 
en algunos procedimientos de consulta y negociación colectiva. 
 
Para que dicha limitación sea acorde con el Artículo 5, es necesario que: 
 
a) la condición de representatividad no equivalga directa o indirectamente a un 
obstáculo para crear sindicatos19;  
 
b) los campos de acción reservados a los sindicatos representativos no se refieran a 
prerrogativas sindicales esenciales20;  

                                                
12

 Confederación de Empresas Suecas c. Suecia, queja 12/2002, decisión sobre el fondo del 15 de mayo de 2003, § 
29 
13

  Conclusiones VIII (1984), Comentario interpretativo sobre el artículo 5, Confederación de Empresas Suecas c. 
Suecia, reclamación no 12/2002, decisión sobre el fondo del 22 de mayo de 2003 §42 
14

  Conclusiones XIX-3 (2010), Islandia 
15

  Conclusiones XIII-3 (1995) - Reino Unido 
16

   Conclusiones 2010, Georgia, Conclusiones XX-3 (2014) Reino Unido 
17

 Conclusiones XII-2 (1992), Alemania 
18

 Conclusiones XV-1 (2000), Francia 
19

  Conclusiones 2014, Andorra 
20

  Conclusiones XV-1 (2000), Bélgica 
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c) los criterios de representatividad deben ser razonables, claros, preestablecidos, 
objetivos, impuestos por ley y deben ser susceptibles de revisión judicial21. 
 
Ámbito personal de aplicación:  

 
a) El artículo 5 se aplica a todos los trabajadores de los sectores público y privado.22 23  
 
b) La prohibición de formar "sindicatos" para desempleados y jubilados no es contraria 
al Artículo 5, siempre que puedan formar organizaciones que participen en procesos de 
consulta relacionados con sus derechos e intereses24. 
 
c) El Artículo 19§4b de la Carta obliga a los Estados Partes a garantizar a los 
nacionales de otros Estados Partes un trato no menos favorable que a sus nacionales 
con respecto a convertirse en miembros fundadores y miembros de organizaciones 
sindicales, así como al disfrute beneficios ofrecidos por convenios colectivos25  26 
 
d) Restricciones para los cuerpos policiales 
 
Con respecto a la policía, "se desprende del texto de la segunda frase del artículo 5 y 
del trabajo preparatorio relacionado con esta disposición, que esta última, mientras 
permite que un Estado limite la libertad de asociación de la policía, no puede sin 
embargo, permitir que prive a sus miembros de todas las garantías que brinda ”.27  En 
otras palabras, la policía debe beneficiarse de la parte esencial del derecho de 
sindicación, es decir, el derecho a negociar su remuneración y las condiciones de 
empleo, así como de la libertad de reunión. 28 29. Además, la afiliación obligatoria a 
organizaciones es contraria al artículo 5.30El derecho de los agentes de policía a 
afiliarse a organizaciones profesionales nacionales no puede limitarse si ello tiene 
como consecuencia el impedirles negociar la remuneración, las pensiones y las 
condiciones de trabajo que defienden tales organizaciones.31 
 
Cualquier restricción del derecho de sindicación a los agentes de policía debe, para 
cumplir con la Carta, cumplir con las condiciones establecidas en el Artículo G. Este 
establece que debe estar previsto por ley, perseguir un objetivo legítimo y ser necesario 
en una sociedad democrática para lograr este objetivo.32 33 
 

                                                
21

  Conclusiones XV-1 (2000), Francia 
22

  Conclusiones I (1969), comentario interpretativo sobre el artículo 5 
23

  Conclusiones XIX-3 (2010), Polonia 
24

 Conclusiones 2010, observación interpretativa sobre el artículo 5 
25

 Ver mutatis mutandis Conclusiones XIII-3 (1995) Turquía, Artículo 19§4b) 
26

   Ver mutatis mutandis Conclusiones XIX-3 (2010) "la ex República Yugoslava de Macedonia", artículo 5 
27

   Conclusiones I (1969), comentario interpretativo sobre el artículo 5 
28

 Consejo Europeo de Sindicatos de la Policía (CESP) c. Portugal, queja 11/2001, decisión sobre el fondo del 22 de 
mayo de 2002, §25-26, 
29

  Consejo Europeo de Sindicatos de la Policía (CESP) c. Reclamación de Francia n ° 101/2013, decisión sobre el 
fondo del 27 de enero de 2016 § 61-63 
30

   Conclusiones I (1969), comentario interpretativo sobre el artículo 5 
31

  Confederación Europea de Policía (EuroCOP) c. Irlanda, queja No. 83/2012, decisión sobre admisibilidad y el 
fondo del 2 de diciembre de 2013, §§ 119 y 121 
32

  Conclusiones XX-3 (2014), Reino Unido, 
33

   Consejo Europeo de Sindicatos de la Policía (CESP) c. Reclamación de Francia n ° 101/2013, decisión sobre el 
fondo del 27 de enero de 2016 § 61-63 
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Mientras se brinden garantías sindicales básicas, los Estados Partes pueden hacer 
distinciones según las diferentes categorías de personal policial y otorgar un trato más 
o menos favorable 34 35. Incluso pueden excluir del ámbito de aplicación de la libertad 
sindical, en circunstancias específicas y siempre cumpliendo las condiciones de artículo 
G de la Carta, a altos oficiales de policía36. 
 
En el contexto de las asociaciones policiales, esta afiliación puede estar sujeta a la 
cuestión de si se considera que estas persiguen objetivos similares a los de las 
asociaciones policiales 37 
 
Además, la situación será acorde con el artículo 5, incluso si se prohíbe a la policía 
organizarse en "sindicatos", ya que pueden formar "asociaciones profesionales" con 
características y poderes equivalentes a los sindicatos38. 
 
e) Fuerzas armadas 
 
Con respecto a las fuerzas armadas, según el artículo 5, "el principio de la aplicación 
de estas garantías a los miembros de las fuerzas armadas y la medida en que se 
aplicasen a esta categoría de personas también están determinadas por el legislación o 
regulaciones nacionales”39. El Comité verifica, sin embargo, que los cuerpos definidos 
por la ley nacional de un Estado Parte como pertenecientes a las fuerzas armadas 
ejerzan funciones militares. 40 41 
 
El artículo 5 de la Carta permite a los Estados partes imponer restricciones a los 
miembros de las fuerzas armadas y les otorga un amplio margen de apreciación a este 
respecto, sujeto a las condiciones establecidas en el artículo G de la Carta. Sin 
embargo, estas restricciones no pueden llegar a suprimir por completo la libertad de 
asociación, como la prohibición general de las asociaciones profesionales de tipo 
sindical y la afiliación de dichas asociaciones a federaciones/confederaciones 
nacionales, las asociaciones de condiciones tienen derecho a '' afiliarse a 
organizaciones nacionales 42 43 
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